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Cartagena de Indias D. T. y C,  

 

Señora: 

JUEZ QUINTA ADMINISTRATIVA DEL CIRCUITO DE CARTAGENA 

E.  S.  D. 

 

 

MEDIO DE CONTROL: REPARACION DIRECTA  

RADICACION:  13-001-33-33-005-2018-00198-00 

ACTOR:    ELEUTERIA LEONOR VILLARICO Y OTROS 

DEMANDADO:   NACION - MINDEFENSA – ARC Y OTROS 

 

 

YELENA PATRICIA BLANCO NUÑEZ, abogada en ejercicio, 

identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 1.050.035.403 de 

San Jacinto Bolívar y Tarjeta Profesional No. 194.901 del 

Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de apoderado 

de la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJERCITO 

NACIONAL, según poder que anexo, me permito contestar la 

demanda, en los siguientes términos: 

 

 

 

FRENTE A LAS PRETENSIONES 

 

En calidad de apoderada judicial de la parte demandada NACION 

– MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJERCITO NACIONAL-ARMADA 

NACIONAL, me opongo a todas y cada una de las pretensiones, 

declaraciones y condenas formuladas en la demanda, teniendo 

en cuenta que mi representada no puede responder por el 

supuesto daño causado a los demandantes y menos aún por los 

hechos ocurridos hace más de 20 años. 

 

Me opongo a la prosperidad de las pretensiones de la demanda 

porque no se establece de manera clara la relación de 

causalidad existente entre los accionantes y los hechos 

alegados, en relación con el actuar de mi defendida; teniendo 

en cuenta que no se prueban debidamente los supuestos daños 

causados a todos y cada uno  estos, ya que se observa 

claramente que los hechos alegados fueron consecuencia del 

HECHO DE UN TERCERO, pues dicho desplazamiento fue 

consecuencia, tal como ellos lo mencionan en el presente 

medio de control, de la incursión de grupos al margen de la 

ley en el departamento de Bolívar, incursión de la cual 

tuvieron conocimiento de manera inmediata lo cual configura 

CAUSAL DE EXONERACIÓN DE RESPONSABILIDAD según lo ha 

reiterado la jurisprudencia del Consejo de Estado. 

 

Igualmente, dentro de la presente acción se tiene que no se 

vislumbra el lleno de los requisitos formales tendientes a 

demostrar el daño, lo que claramente impide la prosperidad de 

las indemnizaciones pretendidas. La jurisprudencia del 

Honorable Consejo de Estado, ha establecido que para haya 

lugar a la indemnización se deben reunir los siguientes 

requisitos:  
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 QUE EL DAÑO SEA CIERTO,  

 QUE ESTÉ DEBIDAMENTE DEMOSTRADO  

 SUFICIENTEMENTE CUANTIFICADO 

 

Vale la pena aclarar que el daño para ser indemnizable exige 

entre otros requisitos, el denominado de certeza, relacionado 

con la realidad de su existencia, en consecuencia, se opone a 

cualquier concepto de daño hipotético o eventual. 

 

 

EXCEPCIONES 

 

CADUCIDAD                                                                                                                                        

 

Se tiene por establecido que la caducidad se configura cuando 

el plazo consagrado en la ley para instaurar algún tipo de 

acción, ha vencido. Es la sanción que determina la ley por el 

no ejercicio oportuno del derecho de acción, en tanto al 

exceder los plazos preclusivos para acudir a la jurisdicción, 

se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de 

solicitar que sea definido un conflicto por el aparato 

jurisdiccional del poder público. Las normas de caducidad 

tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 

en todo ordenamiento, en el sentido de impedir que 

situaciones permanezcan en el tiempo, sin que sean definidas 

judicialmente. En otros términos, el legislador establece 

unos plazos razonables para que las personas, en ejercicio de 

una determinada acción y, con el fin de satisfacer una 

pretensión específica, acudan a la jurisdicción a efectos de 

que el respectivo litigio o controversia, sea resuelto con 

carácter definitivo por el juez competente1. 

 

El literal i, numeral 2 del artículo 164 de la Ley 1437 de 

2011 no modificó el término de caducidad establecido en el 

Código Contencioso Administrativo anterior como vemos así 

quedo actualmente establecido con la reforma:  

 

“Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La 

demanda deberá ser presentada:  

(…) 2. En los siguientes términos, so pena de que opere la 

caducidad:  

…i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda 

deberá presentarse dentro del término de dos (2) años, 

contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la 

acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante 

tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha 

posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo 

conocido en la fecha de su ocurrencia.”  

 

 

                                                             
1 11 DE AGOSTO DE 2010, CONSEJO DE ESTADO,  SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO,  SECCION 
TERCERA, CONSEJERO PONENTE: ENRIQUE GIL BOTERO, RADICACIÓN NÚMERO: 85001-23-31-000-1998-
00117-01(18826) 
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En concordancia con lo anterior el Consejo de Estado en caso 

similar expuso: 

 

“En efecto, de la lectura de la demanda incoada se concluye 

que la misma pretende la reparación del daño causado como 

consecuencia de dos hechos: (i) la situación de 

desplazamiento a que se vieron avocados los actores, 

comoquiera que en 1988, 1999 y 2004, dada la presión de los 

grupos armados al margen de la ley EPL, FARC y AUC, tuvieron 

que abandonar el predio rural de su propiedad ubicado en la 

vereda Tucura, corregimiento de Batatas, municipio de 

Tierralta, Córdoba y (ii) la ocupación del inmueble referido 

desde el año 2004 por 43 familias en situación de 

desplazamiento forzado que, según los actores, están “al 

mando del señor Fernando Pico, lugarteniente del señor Adolfo 

Paz alias Don Berna” .  

 

4.1 Respecto del primer hecho, de acuerdo con los hechos 

narrados en el libelo, en virtud de la normalización del 

orden público en la región y la expedición por el INCODER de 

la Resolución n.° 605 del 28 de marzo de 2006, que aceptó la 

solicitud de protección del predio rural “Puerto Rico”, en el 

año 2007 los demandantes llegaron a un acuerdo con esa 

entidad para transferir el dominio sobre la hacienda por la 

suma de $1.167.971.289, negocio jurídico que se frustró 

debido a que venta que no se pudo realizar debido a que, 

según advirtió la Defensoría del Pueblo Regional Córdoba a 

los actores, en el año 2004 el predio fue ocupado por 43 

familias en situación de desplazamiento forzado. 

 

En este sentido, la Sala encuentra que en concordancia con el 

artículo 16 de la Ley 387 de 1997 “por la cual se adoptan 

medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la 

atención, protección, consolidación y esta estabilización 

socioeconómica de los desplazados internos por la violencia”, 

la situación fáctica a la que se alude en la demanda culminó 

cuando las condiciones de orden público dejaron de significar 

“un riesgo para la seguridad2” de los demandantes.   

 

Lo anterior si se considera que, por mandato legal, la 

condición de desplazado cesa cuando las víctimas pueden 

volver a su lugar de origen o restablecerse en otro sitio, 

porque las circunstancias de violencia y hostigamiento que 

generaron el desplazamiento han desaparecido.  

 

Al respecto, es razonable concluir que el desplazamiento 

forzado causa un daño continuado que obliga a contar el 

término de caducidad de la acción, no a partir del día en que 

ocurrió el desplazamiento, sino del momento en que cesa el 

daño, es decir, cuando están dadas las condiciones de 

seguridad para que se produzca el retorno o el 

                                                             
2 CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA T-737 DE 2010, M.P. MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO. ADEMÁS, 
TAMBIÉN SE PUEDE CONSULTAR LAS SENTENCIAS T-706 Y T-159 DE 2011, T-737, T-528 T-515 DE 2010 Y T-
1115 DE 2008, ENTRE MUCHAS OTRAS. 
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restablecimiento de que trata el artículo 16 de la Ley 387 de 

1997. De hecho, a esta conclusión ya había llegado la 

Subsección C en auto de 26 de julio de 2011 (expediente 

41037, C.P. Enrique Gil Botero)3:  

 

“…el desplazamiento forzado también infringe un daño que es 

continuado y se extiende en el tiempo, como quiera que dicha 

conducta no se agota en el primer acto de desplazamiento, por 

el contrario, el estado de desplazado continua hasta que las 

personas no puedan retornar a su lugar de origen, es decir, 

que las causas violentas que originaron el éxodo todavía 

existen, y por tanto, es imposible volver” (negrilla fuera 

del texto). 

 

Por lo anterior, la Sala estima que en el presente caso la 

acción se encuentra caducada, porque, según lo sostenido en 

el libelo, en el año 2007 “se normalizó la situación de orden 

público en la región”, es decir, se dieron las condiciones de 

seguridad para el retorno en los términos del artículo 16 de 

la Ley 387 de 1997, razón suficiente para considerar que a 

partir de ese momento empezó a correr el plazo de dos años 

previsto en el artículo 136.8 del C.C.A. para interponer la 

acción de reparación directa orientada a obtener el 

resarcimiento del daño causado por el desplazamiento forzado 

de que fueron víctimas los demandantes4.” 

 

Finalmente no hay que dejar de lado que el desplazamiento 

forzado tiene un término de caducidad especial, en 

consideración a la calidad del delito, más sin embargo no 

significa que la caducidad haya quedado abolida del todo, en 

casos como en el que nos ocupa se debe tener en cuenta, las 

condiciones de seguridad de la zona que permitieran retornar 

a su población, pues bien se afirma con claridad a lo largo 

de la demanda que el desplazamiento, se causó por los actos 

cometidos por grupos paramilitares, es claro que las 

condiciones de seguridad se encuentran normalizadas desde ya 

hace varios años, inclusive si tenemos en cuenta el proceso 

de paz culminado con los paramilitares en el año 2006: 

 

“La desmovilización de las autodefensas, producida en 

cumplimiento del acuerdo de Santa Fe de Ralito, firmado el 15 

de julio de 2003 con el gobierno Uribe Vélez durante su 

primer cuatrienio, contribuye a afianzar la tendencia 

descendente en las masacres que desde 2002 se venía 

registrando.  

 

Las desmovilizaciones de las autodefensas se iniciaron el 25 

de noviembre de 2003 en Medellín con el bloque Cacique 

Nutibara y terminaron el 15 de agosto de 2006 con el bloque 

Elmer Cárdenas. En 38 actos se desmovilizaron 31.671 de los 

                                                             
3 CON SALVAMENTO DE VOTO DEL DOCTOR JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA. 
4 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION TERCERA, CONSEJERO 
PONENTE: STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO, VEINTIDÓS (22) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DOCE (2012),  
RADICACIÓN NÚMERO: 23001-23-31-000-2010-00380-01(40177),  ACTOR: LUIS ANTONIO RODRIGUEZ 
GARCIA Y OTRO, DEMANDADO: MINISTERIO DE DEFENSA - EJERCITO NACIONAL  
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integrantes de los grupos irregulares. Las organizaciones con 

mayor número de desmovilizados fueron el bloque Central 

Bolívar con 6.348, el bloque Norte con 4.760, el bloque 

Mineros con 2.780, el bloque Héroes de Granada con 2.033 y el 

bloque Elmer Cárdenas con 1.538.5  

 

Antes de concluido el proceso de desmovilización, comienzan a 

aparecer estructuras armadas en zonas donde actuaban las 

autodefensas, fuertemente vinculadas al narcotráfico y otras 

actividades delictivas.6 

 

El poder mafioso a nivel local y el narcotráfico fueron 

cómplices del paramilitarismo que, no obstante haberse 

producido la desmovilización de buena parte de su componente 

armado, aún se mantienen intactos. 

 

Desde agosto de 2002 y hasta enero de 2010 se han 

desmovilizado 52.403 personas, 31.671 procedentes de grupos 

paramilitares que dejaron las armas de manera colectiva, y 

20.732 miembros de grupos guerrilleros y paramilitares que se 

desmovilizaron individualmente. Según información de la 

Policía Nacional, entre el año 2001 y el mes de diciembre de 

2009 han sido capturados 5.890 desmovilizados y han muerto 

2.210. ”7 

 

En sentencia de unificación del 29 de enero del año en curso, 

el H. Consejo de Estado deja de lado la tesis del 

restablecimiento de las condiciones de seguridad, y es mas 

riguroso, estableciendo que el termino se cuenta conforme 

está establecido en el C.P.A.C.A, solo que inicia desde el 

momento en que el actor tuvo conocimiento de la acción u 

omisión del Estado, que para este caso, y tal como se 

confiesa en la demanda el conocimiento data del año 2000, 

pues manifiestan que para dicha época el orden público estaba 

alterado.  

 

En dicha sentencia el máximo órgano de lo contencioso 

administrativo dijo: 

 
“3.1. Término de caducidad de la pretensión de reparación directa: 

ocurrencia y conocimiento del hecho dañoso. 

 En cuanto al término para ejercer la pretensión de reparación directa, 

el numeral 8 del artículo 136 del C.C.A., adicionado por el artículo 8 de 

la Ley 589 de 2000, establecía que, en los casos de desaparición forzada, 

la caducidad se contaba con fundamento en la fecha en la que aparecía la 

víctima y, si ello no ocurría, desde el momento en el que quedaba 

ejecutoriado el fallo adoptado en el proceso penal.  

                                                             
5 Organización de Estados Americanos – Secretaría General. (febrero de 2007). Octavo informe trimestral del 
Secretario General al Consejo Permanente sobre la Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia 
(MAPP/OEA). Documento disponible en Internet: www.mapp-oea.org 
6 Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación.(agosto de 2007). Disidentes, rearmados y emergentes 
¿bandas criminales o tercera generación paramilitar?, Bogotá, Comisión Nacional de Reparación y 
Rehabilitación. 
7 http://www.verdadabierta.com/justicia-y-paz/244-la-historia/auc/54-periodo4#nota2 
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En los demás eventos desde el acaecimiento de la situación causante del 

daño; sin embargo, esta Sección precisó que no bastaba con la ocurrencia 

del hecho dañoso, pues, además, resultaba necesario su conocimiento por 

parte del afectado, ya que a partir de ello surgía el interés para 

ejercer el derecho de acción. 

El literal i) del numeral 2 de la Ley 1437 de 2011 prevé la misma regla 

frente a la desaparición forzada y para los demás casos establece como 

determinante la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño o del 

momento en el que el afectado la conoció o debió conocerla, si fue en 

fecha posterior, “siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido 

en la fecha de su ocurrencia”. 

Así las cosas, para computar el plazo de caducidad no basta con la 

ocurrencia “de la acción u omisión causante del daño”, pues, además, se 

debe determinar si el interesado advirtió o tuvo la posibilidad de saber 

que el Estado participó en tales hechos y que le era imputable el daño.  

De este modo, si un grupo familiar conoce la muerte de uno de sus 

miembros, pero no cuenta con elementos para inferir que el Estado estuvo 

involucrado y era el llamado a responder patrimonialmente, la caducidad 

no se cuenta desde la ocurrencia del hecho u omisión dañosa, sino desde 

que tuvo la posibilidad de advertir que la pretensión de reparación 

directa resultaba procedente para los fines previstos en el artículo 90 

de la Constitución Política. 

Lo anterior no implica la individualización o sanción penal del agente 

que ocasionó el daño, sino el conocimiento de la intervención de una 

autoridad, porque ello restringiría el derecho de acceso a la 

administración de justicia, en cuanto condicionaría la declaratoria de la 

responsabilidad estatal a un requisito de procedibilidad que la ley no 

contempla, como es la identificación del autor o partícipe.  

El trámite de un proceso penal por los hechos que dan lugar a una demanda 

de reparación directa no altera el cómputo de la caducidad, sino que da 

lugar a la suspensión del proceso, tal como lo precisa el artículo 161 

del C.G.P., que prevé: 

“Artículo 161. Suspensión del proceso. El juez, a solicitud de parte, 

formulada antes de la sentencia, decretará la suspensión del proceso en 

los siguientes casos:  

“1. Cuando la sentencia que deba dictarse dependa necesariamente de lo 

que se decida en otro proceso judicial que verse sobre cuestión que sea 

imposible de ventilar en aquel como excepción o mediante demanda de 

reconvención (…)” (se destaca) 

De este modo, si los afectados consideran que el resultado del proceso 

penal adelantado en contra del agente implicado en los hechos tiene la 

suficiencia de determinar el sentido del fallo de responsabilidad 

patrimonial del Estado, lo que les corresponde es ejercer en tiempo la 

pretensión de reparación directa y, luego, cuando el proceso se encuentre 

para dictar sentencia, solicitar la suspensión por “prejudicialidad”, y 

será el juez de lo contencioso administrativo el que defina si existe o 

no una relación de dependencia o si puede definir el asunto sin esperar 

la condena penal. 

 Precisado lo anterior, a modo de conclusión, la Sección Tercera aclara 

que, mientras no se cuente con elementos de juicio para inferir que el 

Estado estuvo implicado en la acción u omisión causante del daño y que le 
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era imputable el daño, el plazo de caducidad de la reparación directa no 

resulta exigible, pero si el interesado estaba en condiciones de inferir 

tal situación y, pese a ello no acudió a esta jurisdicción, el juez de lo 

contencioso administrativo debe declarar que el derecho de acción no se 

ejerció en tiempo, bien sea al analizar la admisión de la demanda, al 

resolver las excepciones en la audiencia inicial o al dictar sentencia, 

según el caso. 

… 

3.3. Inaplicación de las normas de caducidad procede en los eventos en 

los que se advierta que los afectados no estaban en la posibilidad 

material de ejercer el derecho de acción. 

 A juicio de la Sala, el término de caducidad de la pretensión de 

reparación directa no resulta exigible en los eventos en los que se 

afectan de manera ostensible los derechos al debido proceso y de acceso a 

la administración de justicia44 , por la configuración de circunstancias 

que obstaculizan materialmente el ejercicio del derecho de acción y, por 

ende, impiden agotar las actuaciones necesarias para la presentación de 

la demanda, dentro de las cuales se encuentra la constitución de 

apoderado.  

La Sección enfatiza en que se trata de supuestos objetivos, como 

secuestros, enfermedades o cualquier situación que no permita 

materialmente acudir a esta jurisdicción, pues lo referente a la 

imposibilidad de conocer la relación del Estado con el hecho dañoso no da 

lugar a la inaplicación de las reglas de caducidad, sino al cómputo a 

partir del momento en el que, dado el conocimiento de los hechos, surge 

el interés para reclamar la indemnización de los perjuicios causados, 

como se explicó en el acápite precedente.  

En síntesis, el juez de lo contencioso administrativo debe, 

excepcionalmente, inaplicar el término de caducidad de la pretensión de 

reparación directa cuando advierta que la no comparecencia ante la 

administración de justicia se encuentra justificada por razones 

materiales, pues el paso del tiempo no puede empezar a correr contra 

quien no goza del acceso efectivo a la administración de justicia, lo 

cual, se insiste, depende de las circunstancias especiales de cada 

sujeto. En las condiciones analizadas, el plazo para demandar no se 

computará mientras subsistan dichas situaciones especiales y, una vez 

superadas, empezará a correr el término de ley. 

… 

5. Tesis de unificación. 

 Las premisas establecidas por el legislador en materia de 

responsabilidad patrimonial del Estado comparten la misma finalidad de la 

imprescriptibilidad de la acción penal frente a los delitos de lesa 

humanidad y los crímenes de guerra, pues en los dos ámbitos operan reglas 

en virtud de las cuales el término pertinente no resulta exigible hasta 

tanto se cuente con elementos para identificar a quien le resulta 

imputable el daño pertinente. 

En el primer evento –el penal– esta situación se predica de los autores y 

partícipes del delito, bajo la imprescriptibilidad de la acción y, en el 

segundo –en materia de responsabilidad patrimonial del Estado–, dicho 

supuesto versa sobre los particulares que ejerzan funciones 

administrativas y las entidades que estén llamadas a indemnizar los 
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perjuicios causados, caso en el que se aplica el término de caducidad 

solo desde el momento en que el afectado tuvo la posibilidad de saber que 

resultaron implicadas en los hechos. 

En suma, las situaciones que se pretenden salvaguardar con la 

imprescriptibilidad penal en los casos de lesa humanidad y los crímenes 

de guerra también se encuentran previstas en el campo de lo contencioso 

administrativo, bajo la premisa del conocimiento de la participación por 

acción u omisión del Estado, al margen de que se trate de delitos de lesa 

humanidad o de crímenes de guerra. 

 Así las cosas, la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de 

Estado se unificará en relación con la caducidad de las pretensiones 

indemnizatorias formuladas con ocasión de los delitos de lesa humanidad, 

los crímenes de guerra y cualquier otro asunto en el que se pueda 

solicitar la declaratoria de responsabilidad patrimonial al Estado, bajo 

las siguientes premisas: i) en tales eventos resulta exigible el término 

para demandar establecido por el legislador; ii) este plazo, salvo el 

caso de la desaparición forzada, que tiene regulación legal expresa, se 

computa desde cuando los afectados conocieron o debieron conocer la 

participación por acción u omisión del Estado y advirtieron la 

posibilidad de imputarle responsabilidad patrimonial, y iii) el término 

pertinente no se aplica cuando se observan situaciones que hubiesen 

impedido materialmente el ejercicio del derecho de acción y, una vez 

superadas, empezará a correr el plazo de ley.  

Finalmente, se precisa que el término de caducidad para solicitar al 

Estado la indemnización de un daño es inaplicable en aquellos eventos en 

los que se adviertan circunstancias que hubiesen impedido, desde el punto 

de vista material, el ejercicio del derecho de acción, lo que puede 

ocurrir frente a los delitos de lesa humanidad, los crímenes de guerra o 

cualquier otro asunto en el que se pueda demandar la responsabilidad 

patrimonial Estado, pues para tales efectos no resulta determinante la 

situación causante del daño, sino la condición particular de quien acude 

a la administración de justicia. 

…” 

 

 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, me permito solicitar de 

manera respetuosa se declare que en el presente caso se 

configura la caducidad del medio de control pues los 

demandantes no acudieron a la administración de justicia 

dentro de los 2 años siguientes al momento en que estuvieron 

al tanto de la participación y eventual responsabilidad del 

Estado, esto es desde la muerte de los señores ROSEMBER 

CASTRO OCHOA y JOSE IGNACIO BECERRA LOZANO. 

 

FALTA DE LEGITIMACION POR PASIVA DEL MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL 

 

Tal y como señala el demandante, los desplazamientos forzados 

se realizaron en muchas regiones debido a las incursiones de 

las AUC (paramilitarismo), sin que se señale taxativamente 

los hechos en que se configura responsabilidad del Ministerio 

de Defensa Nacional y así defenderse la entidad de los 

señalamientos que se le hacen. 
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De conformidad con el artículo 217 de la Carta Política “La 

Nación tendrá para su defensa unas fuerzas militares 

permanentes constituidas por Ejercito, la Armada y la Fuerza 

Aérea.  

Las Fuerzas Militares tendrán como finalidad primordial la 

defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del 

territorio nacional y del orden constitucional” 

No es el Ejército Nacional el llamado a prestar protección a 

los particulares ya que la función primordial es la defensa 

de la soberanía del territorio nacional. Y en ningún caso la 

guarda personal de los colombianos, la cual está a cargo de 

los distintos organismos de la Policía Nacional, previo 

estudio de sus condiciones de seguridad. 

No es el Ministerio De Defensa Nacional el encargado de 

realizar la reparación integral de cada víctima o familia, de 

la población desplazada  es la Unidad de Reparación Integral 

para victimas ya que la misma tiene múltiples funciones como: 

Reparación individual de victimas 

Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera 

adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el daño 

sufrido. Se trata de cinco medidas en sus dimensiones 

individual, colectiva, material, moral y simbólica. 
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Reparación Colectiva 

Es el conjunto de medidas de restitución, indemnización, 

rehabilitación, satisfacción y garantía de no repetición a 

que tienen derecho las comunidades y las organizaciones o 

grupos sociales y políticos, en términos políticos, 

materiales y simbólicos. 

En los términos de la ley 1448 de 2011 y del Decreto 4800 de 

2011 son sujetos de reparación colectiva las comunidades, las 

organizaciones sociales y políticas y los grupos sociales y 

políticos por violaciones a sus derechos colectivos y a los 

derechos individuales de sus miembros que tengan un impacto 

colectivo ocurridas con ocasión del conflicto armado después 

del 1 de enero de 1985. 
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Enfoque Sicosocial 

A través de este enfoque se busca que la reparación a las 

víctimas atienda las formas de interpretación que ellos y 

ellas y las comunidades a las que pertenecen, dan a lo que 

les sucedió, desde su experiencia emocional, cognitiva y 

relacional, y al significado que dan a la reparación y al 

restablecimiento de sus derechos. 

Estrategia de recuperación emocional a nivel grupal 

La Unidad para las víctimas busca apoyar al Ministerio de 

Salud y a otras instituciones involucradas en un ejercicio de 

complementariedad para la atención psicosocial de las 

víctimas. 

La Unidad para las Víctimas quiere invitarlo(a) a conocer la 

Estrategia de Recuperación Emocional a Nivel grupal, es un 

proceso en donde las personas que han vivido hechos de 

violencia podrán compartir su experiencia en un grupo en el 

que van a haber personas que como ellas están luchando o han 

luchado día a día para sobreponerse. La Unidad para las 

victimas quiere acompañar y apoyar el proceso de recuperación 

emocional de las personas que han sufrido por el conflicto 

armado. 

Fondo Nacional de Reparación 

El Fondo para la Reparación de las Víctimas es una cuenta 

especial sin personería jurídica creada por el artículo 54 de 

la ley 975 de 2005 y administrada por la Unidad para la 

Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 

El Fondo está integrado por todos los bienes o recursos que a 

cualquier título se entreguen por las personas o grupos 

armados organizados ilegales a que se refiere la Ley 975 del 

2005, por recursos provenientes del presupuesto nacional, 

donaciones en dinero o en especie, nacionales o extranjeras y 

las fuentes establecidas por el artículo 177 de la Ley 1448 

del 2011. 

EXCEPCION DE EXISTENCIA DE POLITICAS GUBERNAMENTALES FRENTE A 

LA REPARACION POR DESPLAZAMIENTO FORZADO 

 

Es importante señalar que el Gobierno Nacional ha 

implementado políticas de indemnización para los desplazados 

por la violencia en Colombia las cuales se encuentran 

establecidas en la Leyes 975 del 2005 y  1448 del 2011. 

 

La población desplazada por la violencia para obtener el 

derecho a la reparación tiene diferentes vías 
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institucionales: de un lado, el acceso a la reparación a 

través de la vía judicial penal, regulada por la Ley 975 de 

2005 para los procesos penales llevados a cabo dentro de la 

jurisdicción de Justicia y Paz, mediante un incidente de 

reparación integral de los daños causados; de otro lado, la 

vía judicial contencioso administrativa; y finalmente la vía 

administrativa; 

 

La Corte Constitucional se refirió a la aplicación del 

Decreto 1290 de 2008, sobre reparación individual vía 

administrativa. En esta providencia la Corte aclaró lo 

siguiente: que tal normatividad (i) comprendía regulaciones 

dirigidas a la restitución, indemnización, rehabilitación, 

satisfacción y garantías de no repetición, (ii) colocaba en 

cabeza de Acción Social el programa de reparación individual, 

(iii) establecía el principio de solidaridad como base de la 

reparación individual administrativa por violaciones de los 

derechos fundamentales de las víctimas atribuibles a grupos 

armados al margen de la ley, (iv) estipulaba quiénes eran 

destinatarios o beneficiarios de tal derecho, y (v)  

establecía cuáles eran las medidas de reparación, (vi) cuáles 

eran los diferentes programas de los distintos organismos del 

Estado que debían hacerse cargo de esas medidas, y (vi) 

cuáles eran los trámites y plazos para el reconocimiento de 

la indemnización, entre otras disposiciones.8 

 

En sentencia de Acción de tutela T-458 de 2010 la Corte 

Constitucional se refirió a las distintas vías 

institucionales para obtener el derecho a la reparación.  

 

En primer lugar, mencionó la vía judicial penal regulada por 

la Ley 975 de 2005, para los procesos penales llevados a cabo 

dentro de la jurisdicción de Justicia y Paz, a través de un 

incidente de reparación integral de los daños causados, 

siendo los victimarios los primeros obligados a reparar a las 

víctimas, subsidiariamente y de manera solidaria el grupo 

criminal al que pertenezcan los perpetradores del ilícito y, 

residualmente, el Estado. 

  

En segundo lugar, se refirió a la vía administrativa regulada 

hasta ese momento por el Decreto 1290 de 2008 a través del 

programa de reparación individual vía administrativa para las 

víctimas de grupos armados al margen de la ley, recordando la 

obligación del Estado de facilitar el acceso de los 

accionantes a la reparación tanto por la vía judicial como 

por la vía administrativa. En este sentido, enfatizó la Corte 

que las entidades encargadas “no pueden imponer requisitos 

que impliquen para las víctimas una carga desproporcionada, 

porque no puedan cumplirlos, porque su realización desconozca 

la especial protección constitucional a la que tienen 

derecho, o porque se vulnere su dignidad. No obstante, las 

víctimas conservan la obligación mínima de presentarse ante 

la entidad correspondiente y solicitar el acceso a los 

programas.” (Énfasis de la Sala) 

                                                             
8 T-222 de 2008  
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Así mismo, en este pronunciamiento la Corte reiteró los 

criterios fijados por la sentencia C-1199 de 2008, en cuanto 

a la diferenciación entre las medidas de reparación y las 

medidas de otros programas sociales que presta el gobierno de 

manera ordinaria en materia de políticas públicas de 

vivienda, educación y salud, y de la asistencia humanitaria 

en caso de desastres. Lo anterior, sin perjuicio de la 

necesaria complementariedad que debe existir entre estas 

medidas. 

 

HECHO DE UN TERCERO 

 

Al demostrarse que la entidad demandada no es responsable de 

la conducta asumida por un tercero que no tiene ninguna 

relación con la entidad, por tanto un elemento de ruptura del 

nexo causal en el caso que nos ocupa.  

 

Teniendo en cuenta lo anterior, no surge del análisis de los 

hechos alguna intervención del Estado para poder predicar su 

responsabilidad por los perjuicios causados a los demandantes 

bajo ningún régimen de responsabilidad, toda vez que la 

prueba allegada hasta el momento, permite concluir que el 

supuesto desplazamiento, se produjo por la acción de grupos 

al margen de la Ley. 

 

El Hecho De Un Tercero, Causa  Real, Directa Y Eficiente Del 

Daño 

 

Teniendo en cuenta la forma como se desarrollaron los hechos, 

no es posible atribuir responsabilidad alguna a la entidad 

demandada, toda vez que el daño fue causado por un tercero.  

Si bien es cierto que el Estado, tiene una función preventiva 

y sancionadora en relación con los hechos punibles, no puede 

concluirse que sea responsable de su comisión en todos los 

eventos; ya que son imputables a él solo cuando han tenido 

como causa la acción u omisión de uno de sus agentes, o 

facilitada por la omisión en el cumplimiento de un deber 

concreto de la administración, o tuvo como causa la 

realización de un riesgo creado lícitamente por ella. 

 

El hecho de un tercero como causal de exoneración consiste en 

la intervención exclusiva de un agente jurídicamente ajeno al 

demandado, en la producción de un daño. 

 

De otro lado determinar la presencia o no de la falla en el 

servicio impone conocer los alcances de la obligación legal 

impuesta a la administración, precisando la forma como el 

Estado debió haber cumplido con sus obligaciones y que 

permitan calificar  la conducta de la administración  como 

anormalmente deficiente.  

 

Los daños sufridos por los actores tuvieron como causa 

directa la acción de un tercero, el daño no se originó  en la 

prestación inadecuada del servicio, sino del hecho exclusivo 
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de un tercero, ya que es de conocimiento nacional e 

internacional que los grupos terroristas y guerrilleros 

tienen azotado al país con su actuar delictivo y que muchas 

veces se sale del control estatal sus acciones.  

 

Como se puede evidenciar no se dan los presupuestos para 

declarar la responsabilidad de mi representada por que existe 

el rompimiento del nexo causal exonerativa del HECHO DE UN 

TERCERO. 

 

FALTA DE LOS ELEMENTOS NECESARIOS DE IMPUTACION 

 

En el proceso, no hay elementos de juicio suficientes que 

conduzcan inequívocamente a establecer la responsabilidad de 

la entidad demandada. 

 

Y LA INNOMINADA:  

 

Interpongo esta excepción frente a toda situación de hecho 

y/o derecho que resulte probada en el presente proceso y que 

beneficie los intereses de la entidad que represento. 

 

Solicito el reconocimiento oficioso, en la sentencia, de los 

hechos que resulten probados y que contribuyan una excepción 

de fondo.  

 

Las demás que considere el despacho. 

 

 

EN CUANTO A LOS HECHOS: 

 

El Código General del Proceso establece: 

 

Artículo 82. Requisitos de la demanda. 

Salvo disposición en contrario, la demanda con que se 

promueva todo proceso deberá reunir los siguientes 

requisitos:  

 

(…) 

5. Los hechos que le sirven de fundamento a las pretensiones, 

debidamente determinados, clasificados y numerados.  

 

El C.P.A.C.A, en el mismo sentido expone: 

 

Artículo 162. Contenido de la demanda.  

Toda demanda deberá dirigirse a quien sea competente y 

contendrá:  

(…) 

3. Los hechos y omisiones que sirvan de fundamento a las 

pretensiones, debidamente determinados, clasificados y 

numerados. 

 

 

En cuanto a los hechos generales de la demanda, es de anotar, 

que la entidad siempre ha dado cumplimiento a los fines 
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estatales, y a los casos particulares que por sus 

circunstancias demandan una atención especial, siendo que 

para este caso no se ha demostrado la supuesta negligencia de 

mi defendida, y la relación de tal omisión con el 

desplazamiento de los demandantes. 

 

Respecto a la muerte de los señores ROSEMBER CASTRO OCHOA -4-

12-1999-, Y JOSE IGNACIO BECERRA LOZANO -30-01-1999-, según 

su dicho por miembros de las AUC, los mismos no nos constan 

por ser ajenos a la entidad, pues tal como se establece en el 

oficio anexo, no reposa denuncia alguna por tales hechos, o 

por amenazas anteriores o posteriores a dicho suceso.  

 

No se aportan por parte de los demandantes las pruebas que 

permitan demostrar la imposibilidad de retorno al lugar donde 

habitaba habitualmente, y presuntamente se desplazaron.  

 

Por lo tanto, debe ser probado por parte del demandante las 

circunstancias en los cuales fundamenta la responsabilidad de 

mis representadas. 

 

 

ARGUMENTOS JURIDICOS DE LA DEFENSA 

 

DEL DEBER DE PROTECCION 

 

El Honorable Consejo de Estado ha contemplado que si no ha 

existido requerimiento previo a las autoridades de protección 

no puede existir condena de la nación en consideración al 

carácter relativo de la falla del servicio. Al respecto ha 

manifestado: 

 

“En estos casos la Corporación ha reiterado que el Estado no 

está forzado a prestar amparo especial a sus funcionarios 

cuando estos no lo solicitan, pues la obligación protectora 

del Estado no va hasta asignar oficiosamente un escolta por 

cada agente suyo. En esa medida, de no estar probada en forma 

expresa la petición en torno a la seguridad, no puede 

inferirse la responsabilidad de la Administración. Si no se 

demuestra que se ha solicitado dicho amparo no puede 

pretenderse atribuir responsabilidad alegando que la entidad 

requerida hizo caso omiso a la petición, pues ella no tuvo 

conocimiento de la misma. Tampoco podría imputarse una 

posible deficiencia en la seguridad, extendiendo el deber de 

las autoridades a una misión objetiva de resultado: que no se 

produjera ningún acto que afectara el orden social, deseo si 

bien loable dentro de cualquier sistema de gobierno, 

imposible de lograr, ni siquiera con los mayores esfuerzos y 

extremas medidas, a costos inimaginables4. 

  

Preciso es advertir, que si bien es cierto, cuando hay uso 

adecuado y oportuno de los recursos y medios públicos 

destinados a la protección ciudadana, y a pesar de ello se 

producen daños, no se puede deducir inexorablemente 

responsabilidad patrimonial de la Administración, teniendo al 



 

REPUBLICA DE COLOMBIA - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - DIRECCION DE ASUNTOS LEGALES  

GRUPO CONTENCIOSO CONSTITUCIONAL – SEDE BOLIVAR 

16 
 

Estado como un asegurador general obligado a reparar todo 

daño, en toda circunstancia”9 

 

En la demanda que se presenta no existe prueba que acredite 

que al Ministerio de Defensa ni a la Policía nacional se le 

solicitó protección por parte de los demandantes y que estos 

recibieron la solicitud o que se negaron a tramitarla. 

 

MECANISMOS DE REPARACION DISEÑADOS POR EL ESTADO COLOMBIANO. 

 

DE LA JUSTICIA TRANSICIONAL 

 

El concepto de justicia transicional hace relación a una 

nueva noción de justicia que opera dentro de los procesos a 

través de los cuales se llevan a cabo transformaciones 

radicales de orden político de un país que atraviesa por 

periodos de violencia y pasa a otro de consolidación de la 

paz con la vigencia del Estado de Derecho, ofreciendo 

respuestas legales que tiene por objetivo enfrentar las 

situaciones de violencia presentadas en épocas anteriores.  

 

En el marco de las Naciones Unidas, el concepto de justicia 

transicional comprende la variedad de los procesos y 

mecanismos relacionados con los esfuerzos de una sociedad por 

resolver los problemas derivados de un pasado de abusos a 

gran escala, a fin de que los responsables rindan cuentas de 

sus actos, de servir a la justicia y lograr la 

reconciliación. 

 

SOBRE LA REPARACION A LA LUZ DE LA LEY DE JUSTICIA Y PAZ 

 

Para que las víctimas individuales y colectivas puedan 

obtener el derecho a la reparación integral el ordenamiento 

jurídico ha previsto hasta ahora dos vías institucionales a 

través de las cuales se puede cumplir con dicha finalidad, de 

un lado, la Ley 975 de 2005 estableció que dentro de los 

procesos penales llevados dentro de la jurisdicción especial 

de Justicia y Paz es posible iniciar un incidente de 

reparación integral de los daños causados con la conducta 

criminal, “el cual debe abrirse en la misma audiencia en la 

que la Sala del Tribunal Superior de Distrito judicial se 

declare la legalidad de la aceptación de cargos, previa 

solicitud expresa de la víctima, o del fiscal del caso, o del 

Ministerio Público a instancia de ella” (Art. 23 de la Ley 

975 de 2005). En este incidente, los primeros obligados a 

reparar son los perpetradores de los delitos; luego, en 

subsidio y en virtud del principio de solidaridad, el grupo 

específico al que pertenezcan los perpetradores; y, 

residualmente, el Estado.10  

 

De otro lado, a través del Decreto 1290 de 2008, el gobierno 

dispuso crear un programa de reparación individual por vía 

                                                             
9 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 21 de abril del 2004. Expediente 1994-02283. M.P. 

Ramiro Saavedra Becerra 
10 Ver las sentencias C-370/06 y C-575/06. 
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administrativa para las víctimas de violaciones del derecho a 

la vida, la integridad física, la salud física y mental, la 

libertad individual y sexual por parte de grupos armados 

organizados al margen de la ley. Este mecanismo pretende que 

el Estado repare de manera anticipada a las víctimas de los 

grupos armados organizados al margen de la ley, en ejercicio 

del principio de solidaridad y obligación residual, y en 

atención a los parámetros de orden internacional que señalan 

que la reparación debe ser suficiente, efectiva, rápida y 

proporcional a la gravedad de las violaciones y a la entidad 

del daño sufrido.11 

 

El reconocimiento de las medidas de reparación a las que se 

refiere el presente programa no exige a la víctima haber 

acudido previamente a la vía judicial, así como tampoco agota 

las posibilidades de ser beneficiario de otros programas que 

completen el proceso de reparación integral a las víctimas. 

Es importante señalar que en el marco de justicia 

transicional los programas de reparación administrativa son, 

sin menor duda, el mecanismo más idóneo para alcanzar los 

fines de reparación de las víctimas. 

 

La reparación administrativa tiene por objeto reparar 

individualmente respecto a derechos fundamentales violados a 

través del reconocimiento de hechos victimizantés ejecutados 

antes del 22 de abril de 2008, por los grupos armados 

organizados al margen de la ley, específicamente los grupos 

autodenominados guerrilla o autodefensas. 

 

El Estado Colombiano estableció un procedimiento para la 

reparación a las víctimas de la violencia, siendo 

destinatarios o beneficiarios de este programa las personas 

que hubieren sufrido daño directo como consecuencia de la 

violación de sus derechos fundamentales, por acción de los 

grupos organizados al margen de la ley.  

 

Los hechos victimizantés por los cuales se reconoce 

reparación individual por vía administrativa son homicidio, 

desaparición forzada, secuestro, lesiones personales que sí 

causan incapacidad, lesiones personales que no causaron 

incapacidad, tortura, delitos contra la libertad e integridad 

sexual, reclutamiento ilegal de menores y desplazamiento 

forzado.  

 

Para las personas que fueron víctimas de cualquiera de los 

citados hechos victimizantés, ocurridos con anterioridad al 

22 de abril de 2008, hasta la suma de cuarenta (40) salarios 

mínimos mensuales legales vigentes al momento del pago. 

ACCIÓN SOCIAL, realizará el estudio y trámite dentro de los 

dieciocho (18) meses siguientes a la presentación de la 

                                                             
11 Cap VII No. 11 de los Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones 
manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos  y de violaciones graves del derecho 
internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones. Resolución 60/147. Aprobada por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas y adoptada el 16 de diciembre de 2007. 
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solicitud, para la aprobación por parte del Comité de 

Reparaciones Administrativas. 

 

En la página web de la Unidad de Reparación Integral para 

victimas antigua, acción social se comunica a las personas en 

situación de desplazamiento forzado lo siguiente: 

 

“Debe tenerse en cuenta que las personas que únicamente han 

sido víctimas del desplazamiento forzado no tienen necesidad 

de presentar la solicitud, pues el solo hecho de estar 

registradas en el Registro Único de Población Desplazada 

(RUPD) les da derecho a acceder al programa de reparación 

individual por vía administrativa, el cual confiere para la 

población en circunstancias de desplazamiento forzado, un 

subsidio para vivienda en condiciones especialmente 

favorables.  

 

En efecto, la "indemnización solidaria" en el caso de la 

población en situación de desplazamiento forzado sólo tiene 

una forma de ser otorgada, de manera especial por la 

situación de los destinatarios:  

 

(i) Por núcleo familiar(ii) Se reconocerá y pagará a través 

de FONVIVIENDA, (iii) El reconocimiento y pago de la 

reparación a este grupo de población se hará a través de 

bolsa preferencial, (iv) Para cualquier parte del territorio 

nacional,(v) Para vivienda nueva o usada,(vi) Trámite 

prioritario en el tiempo frente a la vivienda de interés 

social (V.I.S.),(vii) Cupo anual mínimo de treinta mil 

(30.000) familias, y(viii) Esta medida de reparación se 

reconocerá a quienes no hayan sido incluidos en anteriores 

programas por la misma causa, según lo dispone el parágrafo 

5° del artículo 5 del Decreto 1290 de 2008.  

 

Por lo tanto, si un núcleo familiar de personas en situación 

de desplazamiento forzado ya recibió subsidio de vivienda, o 

se encuentra en estado "calificado" que quiere decir a la 

espera de que haya disponibilidad presupuestal para 

otorgárselo, no podrá recibirlo de nuevo. El subsidio de 

vivienda sólo se reconocerá a aquéllos núcleos familiares que 

no hubieren sido incluidos con anterioridad.  

 

Si, además del desplazamiento forzado, una persona desplazada 

ha sido víctima de otros hechos dentro de la lista de los 

descritos anteriormente, sí deberá presentar solicitud de 

reclamación de acuerdo con el tipo de violación de derechos, 

distinto al de desplazamiento forzado” 

 

El Decreto 1290 de 2008  “Por el cual se crea el Programa de 

Reparación Individual por vía administrativa para las 

víctimas de los grupos armados organizados al margen de la 

ley”, establece: 

 

Los deberes establecidos en el Decreto comprenden:  
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INDEMNIZACIÓN.  

 

• HOMICIDIO, DESAPARICIÓN FORZADA Y SECUESTRO: Cuarenta (40) 

SMML.  

(…) 

• DESPLAZAMIENTO FORZADO: Hasta veintisiete (27) SMML.  

 

RESTITUCIÓN.  

 

Acciones que permitan a la víctima regresar a la situación 

anterior a la comisión del delito.  

 

REHABILITACIÓN. 

 

Asistencia para la recuperación de traumas físicos y 

psicológicos.  

 

Así las cosas, diferentes entidades están involucradas en el 

programa de reparación por vía administrativa por la vía de 

la colaboración armónica. El Comité de Reparaciones 

Administrativas tiene la función de decidir sobre el 

otorgamiento de las medidas de reparación y el monto 

económico de las mismas, así como promover acciones de 

dignificación y reconocimiento público de las víctimas. 

Igualmente, entidades distintas a Acción Social pueden ser 

encargadas de ejecutar medidas específicas de reparación. 

Además, según el artículo 34 del Decreto 1290, la obligación 

de asesoría legal de las víctimas recae principalmente en la 

Defensoría del Pueblo y la Comisión Nacional de Reparación y 

Reconciliación.   

 

Con todo, la principal entidad encargada del programa de 

reparación por vía administrativa es la Unidad de Reparación 

Integral para victimas antigua Acción Social. Así lo 

establece el artículo primero del  Decreto 1290 de 2008 y, 

por ello, es a esta entidad a quien corresponde adelantar los 

trámites de recepción de las solicitudes, estudiar su 

viabilidad, y gestionar la ejecución de las medidas de 

reparación otorgadas.   

 

En sentencia C-370 de 2006, que analizó la constitucionalidad 

de la Ley de Justicia y Paz la H. Corte Constitucional 

señaló:  

 

6.2.4.1.12. En primer lugar, al menos en principio, no parece 

existir una razón constitucional suficiente para que, frente 

a procesos de violencia masiva, se deje de aplicar el 

principio general según el cual quien causa el daño debe 

repararlo. Por el contrario, como ya lo ha explicado la 

Corte, las normas, la doctrina y la jurisprudencia nacional e 

internacional han considerado que la reparación económica a 

cargo del patrimonio propio del perpetrador es una de las 

condiciones necesarias para garantizar los derechos de las 

víctimas y promover la lucha contra la impunidad. Sólo en el 

caso en el cual el Estado resulte responsable – por acción o 
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por omisión – o cuando los recursos propios de los 

responsables no son suficientes para pagar el costo de 

reparaciones masivas, el Estado entra a asumir la 

responsabilidad subsidiaria que esto implica. Y esta 

distribución de responsabilidades no parece variar en 

procesos de justicia transicional hacia la paz.  

(…) 

 

6.2.4.1.13(…). La Corte no desconoce que frente al tipo de 

delitos de que trata la ley demandada parece necesario que 

los recursos públicos concurran a la reparación, pero esto 

solo de forma subsidiaria. Esto no obsta, como ya se 

mencionó, para que el legislador pueda modular, de manera 

razonable y proporcionada a las circunstancias de cada caso, 

esta responsabilidad. Lo que no puede hacer es relevar 

completamente a los perpetradores de delitos atroces o de 

violencia masiva, de la responsabilidad que les corresponde 

por tales delitos. De esta manera, resulta acorde con la 

Constitución que los perpetradores de este tipo de delitos 

respondan con su propio patrimonio por los perjuicios con 

ellos causados, con observancia de las normas procesales 

ordinarias que trazan un límite a la responsabilidad 

patrimonial en la preservación de la subsistencia digna del 

sujeto a quien dicha responsabilidad se imputa, circunstancia 

que habrá de determinarse en atención a las circunstancias 

particulares de cada caso individual.      

 

(…) 

 

6.2.4.1.15. Finalmente, no sobra señalar que, en todo caso, 

la reparación no puede quedar absolutamente sometida a la 

voluntad política de quienes definen las normas de 

presupuesto, pues es un derecho de las víctimas que debe ser 

satisfecho, especialmente, en procesos que persigan la paz y 

la reconciliación. Por ello,  resulta razonable que la 

reducción de las penas que la norma establece se encuentre 

acompañada de la adopción de otras medidas que, como el pago 

de los daños y la restitución de los bienes, puedan 

constituir un marco justo y adecuado para alcanzar de forma 

sostenible la finalidad buscada.  

6.2.4.3.1.2. La Corte considera necesario detenerse en el 

contenido preciso de la norma que se estudia para dilucidar 

este cargo de inconstitucionalidad. En virtud de tal 

disposición, la Red de Solidaridad, al momento de liquidar y 

pagar las indemnizaciones que hayan sido decretadas por los 

jueces de conformidad con las disposiciones establecidas en 

la misma Ley 975 de 2005, habrá de sujetarse a los límites 

establecidos para ello en el Presupuesto Nacional. Ello 

implica que, en virtud de esta norma, pueden presentarse 

situaciones en las cuales una indemnización que ha sido 

reconocida y ordenada por un juez, creando así un derecho 

cierto y concreto en cabeza de una o más víctimas, puede ser 

limitada al momento de su liquidación y pago por parte de la 

Red de Solidaridad Social, en caso de que no exista 

suficiente disponibilidad de recursos en el Presupuesto 
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Nacional para ello. En otras palabras, la norma que se 

estudia permite que la materialización de un derecho cierto y 

reconocido judicialmente –v.g. el derecho a recibir una 

indemnización decretada judicialmente en tanto elemento de la 

reparación por los daños sufridos en virtud de violaciones de 

los derechos humanos- quede sujeta a una contingencia 

posterior, consistente en que existan suficientes recursos 

dentro del Presupuesto Nacional para pagarla. 

 

6.2.4.3.1.3. En criterio de la Corte, esta limitación es 

desproporcionada, y constituye una afectación excesiva del 

derecho de las víctimas a la reparación. Una vez que se ha 

ordenado, como consecuencia de un proceso judicial adelantado 

con las formalidades de la ley, que una persona que ha sido 

víctima de una violación de sus derechos humanos tiene 

derecho a recibir una determinada suma de dinero en calidad 

de indemnización, se consolida a su favor un derecho cierto 

que no puede estar sujeto a posteriores  modificaciones, 

mucho menos cuando éstas se derivan de la disponibilidad de 

recursos en el Presupuesto General de la Nación. Una vez se 

haya llegado a una decisión judicial sobre el monto de la 

indemnización a decretar para reparar los daños sufridos por 

las víctimas, ésta genera un derecho cierto que no puede ser 

modificado posteriormente por la Red de Solidaridad Social, 

en su función de liquidador y pagador de dichas 

indemnizaciones. 

 

6.2.4.3.1.4. Adicionalmente, el deber de reparar recae sobre 

el responsable del delito que causó el daño, de tal forma que 

el presupuesto general de la nación no es la única fuente de 

recursos para financiar el pago de las indemnizaciones 

judicialmente decretadas. La norma juzgada parecería eximir 

al condenado de su deber de reparar en cuanto al elemento de 

la indemnización. 

 

6.2.4.3.1.5. Lo anterior no significa que la disponibilidad 

de recursos públicos sea irrelevante o que la Comisión 

Nacional de Reparación y Rehabilitación pierda su facultad de 

fijar criterios para distribuir los recursos destinados a la 

reparación (artículo 52.6). Lo que sucede es que el derecho 

cierto no se puede desconocer en virtud de los recursos 

disponibles en una determinada vigencia fiscal. Las 

limitaciones presupuestales justifican medidas de 

distribución equitativas y temporales de los recursos 

escasos, pero no el desconocimiento del derecho judicialmente 

reconocido, situación diferente a aquella en la cual se puede 

encontrar quien no cuenta a su favor con una providencia 

judicial específica que ya haya definido el monto de la 

indemnización a que tiene derecho. 

 

6.2.4.3.1.6. Por las anteriores razones, al constituir una 

afectación desproporcionada del derecho de las víctimas a la 

reparación que violenta las obligaciones constitucionales e 

internacionales del Estado colombiano en la materia, la 

expresión “dentro de los límites autorizados en el 
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Presupuesto Nacional” del numeral 56.1 del artículo 55 será 

declarada inexequible. (Resaltado fuera de texto) 

 

La inexequibilidad de la norma anterior conlleva a que el 

Estado Colombiano no puede supeditar las indemnizaciones al 

presupuesto, sino que debe garantizar dicha reparación a las 

víctimas del conflicto, al tener una derecho cierto a la luz 

de la Ley de justicia y paz.  

 

Adicionalmente se debe tener en cuenta el proyecto de Ley que 

cursa actualmente en el Congreso que busca restituir a las 

víctimas sus propiedades.  

 

PROCEDIMIENTO PARA EL RECONOCIMIENTO Y APLICACIÓN DE LA 

REPARACIÓN INDIVIDUAL POR VÍA ADMINISTRATIVA  

 

1. Solicitar voluntariamente la reparación.  

2. Llenar el formulario “solicitud de reparación 

administrativa Comité de Reparaciones Administrativas”.  

3. Identificación de la verificación de la información.  

4. Informe técnico.  

5. Verificación de la información.  

6. Término no mayor de dieciocho meses para dar respuesta al 

solicitante.  

 

Es importante aclarar que las víctimas no requerirán de un 

abogado para el realizar el trámite y que la solicitud se 

debe presentar dentro de los dos próximos años.  

 

DE LOS ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD – FALLA DEL SERVICIO. 

 

En la teoría de responsabilidad del Estado se requiere para 

que se configure los siguientes requisitos: 

 

 Una actuación  de la administración  calificada de 

irregular por omisión  o por acción tardía  o 

defectuosa, denominada como culpa, falta o falla del 

servicio.  

 

 Un daño  o perjuicio  que reúne las características de 

cierto o real, especial, anormal y que refiera a una 

situación  jurídicamente protegida  pues es lógico  que 

quien se encuentra en una situación ilegal debe correr  

los riesgos que ella produzca.  

 

 El nexo causal entre el daño y la actuación, es decir  

que el daño debe ser efecto o resultado de aquella 

actuación imputable a la administración, la cual debe 

ser actual o próxima, determinante del daño y apta e 

idónea para causarlo.  

 

Con relación al primero de estos elementos tenemos que se 

demanda por el presunto  desplazamiento forzado de los 

accionantes. 
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Con relación al segundo de estos elementos se observa que los 

perjuicios ocasionados a la población fueron causados por el 

actuar de los grupos al margen de la Ley y no por el actuar 

de la fuerza pública, configurándose el hecho de un tercero. 

 

Y con relación al tercero de estos elementos, es bien sabido 

que  el artículo 90, inc. 1º de la Carta Política, exige - en 

orden a deducir la responsabilidad patrimonial del Estado -, 

que los daños antijurídicos sean “causados por la acción o la 

omisión de las autoridades públicas“, con lo cual se refiere 

al fenómeno de la imputabilidad, tanto fáctica como jurídica.   

 

De allí que el elemento indispensable - aunque no siempre 

suficiente - para la imputación, es el nexo causal entre el 

hecho causante del daño y el daño mismo, de modo que este sea 

el efecto del primero. En este entendimiento, la imputación 

del daño al Estado depende, en este caso, de que su causación 

obedezca a la acción o a la omisión de las autoridades 

públicas, en desarrollo del servicio público o en nexo con 

él. 

 

Imputar —para nuestro caso— es atribuir el daño que padeció 

la víctima al Estado, circunstancia que se constituye en 

condición sine qua non para declarar la responsabilidad 

patrimonial de este último. 

 

De allí que elemento indispensable —aunque no siempre 

suficiente — para la imputación, es el nexo causal entre el 

hecho causante del daño y el daño mismo, de modo que este sea 

el efecto del primero. 

 

Por eso, la parte última del inciso primero del artículo 90 

de la Constitución Política, en cuanto exige —en orden a 

deducir la responsabilidad patrimonial del Estado—, que los 

daños antijurídicos sean “causados por la acción o la omisión 

de las autoridades públicas”, está refiriéndose al fenómeno 

de la imputabilidad, tanto fáctica como jurídica. Rodrigo 

Escobar Gil se refiere al punto en estos términos: 

 

“... para el nacimiento de la obligación de reparar no basta 

sólo la imputatio facti; es decir, la relación de causalidad 

entre un hecho y un daño, sino que es necesario la imputatio 

juris, esto es, una razón de derecho que justifique que la 

disminución patrimonial sufrida por la víctima se desplace al 

patrimonio del ofensor”. (Rodrigo Escobar Gil. Teoría general 

de los contratos de la administración pública. Legis, pág. 

259) 

 

Leguina lo expresa de esta manera: 

 

“Para poder imputar un daño a un ente público, lo que 

interesa es  que el ente tenga la titularidad del servicio o 

de la actividad desarrollada por sus funcionarios”.( Ibídem, 

pág. 169). 
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García de Enterría se ocupa también de los “títulos y 

modalidades de imputación del daño a la administración” y, 

entre ellos se ocupa de “la integración del agente en la 

organización o actividad” —por la cual se ocasiona el daño, 

aunque advierte que “...por muy generosa que quiera ser la 

formula legal, es obvio que la cobertura de la administración 

no puede ser indefinida entre estos casos, de forma que 

alcance a los daños puramente personales del agente “puesto 

que “El fenómeno de imputación a la administración de la 

conducta lesiva de las personas que emplea se detiene, 

naturalmente, en los límites del servicio público, que es la 

referencia que la ley utiliza, excluyendo la actividad 

privada de aquellos”.(Eduardo García de Enterría y Tomás 

Ramón Fernández. Curso de Derecho Administrativo. Editorial 

Civitas, volumen II, pág. 389.).- 

 

En este entendimiento, la imputación del daño al Estado 

depende, en este caso, de que su causación obedezca a la 

acción o a la omisión de las autoridades públicas, en 

desarrollo del servicio público o en nexo con él. (Sentencia 

10948 y 11643 de octubre 21 de 1999. Consejo de estado- 

Sección tercera.) 

 

REQUISITOS DE LA POBLACION DESPLAZADA 

 

Para tener derecho a los beneficios dispuestos en la ley 387 

de 1997, se requiere que el beneficiario presente una 

declaración de los hechos del desplazamiento forzado ante las 

entidades autorizadas por la ley y de esta forma se pueda 

realizar la respectiva inscripción en el RUPD, tal y como lo 

dispone el artículo 32 de la citada ley 387. 

 

Se insiste que respecto a la reparación de las víctimas se 

establecieron dos mecanismos de reparación por vía 

administrativa y por vía judicial, por lo cual deberá 

corroborarse con la Unidad de Atención y Reparación Integral 

a las Víctimas si ya fueron reparados, de conformidad con lo 

expuesto por el honorable Consejo de Estado en sentencia de 

fecha 5 de febrero de 2015, radicación: 11001-03-15-000-2014-

03343-00, Consejero Ponente: MARIA ELIZABETH GARCIA GONZALEZ 

 

“… La Sala advierte que el Gobierno Nacional ha implementado 

dos mecanismos para garantizar la reparación a las víctimas 

del conflicto armado, en cumplimiento con lo ordenado en 

diferentes instrumentos internacionales, los cuales son: i) 

por vía judicial, mediante la Ley 975 de 2005 (incidente de 

reparación) y ii) por vía administrativa… La reparación por 

vía administrativa, fue regulada inicialmente por el Decreto 

1290 de 2008, por medio del cual se pretende implementar un 

procedimiento administrativo que permita a los afectados 

obtener una reparación de manera anticipada. Posteriormente, 

en virtud de la Ley 1448 de 2011, por la cual se dictan 

medidas de atención, asistencia y reparación integral a las 

víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras 

disposiciones, se reguló, entre otros aspectos, todo lo 
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relacionado con la reparación de las víctimas del conflicto 

armado, entendida ésta como todas aquellas medidas tendientes 

a lograr la restitución, indemnización, rehabilitación, 

satisfacción y garantías de no repetición, ya sea, 

individual, colectiva, material, moral o simbólica. En el 

caso concreto, se advierte que lo pretendido por la actora es 

el reconocimiento de la indemnización administrativa, la cual 

está consagrada en el artículo 132, ibídem, que le impone la 

obligación al Gobierno Nacional de reglamentar el trámite, 

procedimiento, mecanismo, montos y demás parámetros para el 

otorgamiento de la misma. En virtud del anterior mandato, el 

Gobierno Nacional expidió el Decreto 4800 de 20 de diciembre 

de 2011, mediante el cual se establecieron los mecanismos 

para la implementación del programa de reparación a las 

víctimas creado por la Ley 1448 de 2011, y a su vez, derogó 

el Decreto 1290 de 2008… El Decreto 4800 de 2011, en el 

Título VII, Capítulo III, reguló lo relacionado con la 

indemnización administrativa, la cual estará a cargo de la 

UARIV, quien se encargará de administrar los recursos 

destinados para dicho fin. NOTA DE RELATORIA: En lo 

relacionado con el derecho a la reparación de las víctimas 

del conflicto armado, consultar sentencia del 4 de mayo de 

2011, exp. 2011-00109-01. Ahora bien, en lo atinente a la 

protección vía tutela del derecho a la reparación a las 

víctimas del conflicto armado, ver sentencia del 1 de 

diciembre de 2011, exp.2011-02421-01. Ambas sentencias de 

esta Corporación.” 

 

 

INEXISTENCIA DE LOS PRESUPUESTOS DE RESPONSABILIDAD DEL 

ESTADO 

 

DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR DESPLAZAMIENTO FORZADO-  

PRECEDENTE JUDICIAL. 

 

La H. Corte Constitucional ha señalado que para que se 

concrete la situación de desplazamiento forzado se deben dar 

los siguientes presupuestos: 

 

“(i) La coacción, que obliga al afectado a desplazarse dentro 

del territorio nacional, así como su permanencia dentro de 

las fronteras del territorio nacional; (ii) La amenaza o 

efectiva violación de derechos fundamentales, toda vez que la 

definición legal indica que ese desplazamiento se produce 

porque la vida, la integridad física, la seguridad y la 

libertad personal “han sido vulneradas o se encuentran 

directamente amenazadas”; y (iii) La existencia de unos 

hechos determinantes, tales como el conflicto armado interno; 

disturbios y tensiones interiores; violencia generalizada, 

violaciones masivas de los Derechos Humanos; infracciones al 

Derecho Internacional Humanitario, “u otras circunstancias 

emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar o 

alteren drásticamente el orden público” 12. 

                                                             
12 Corte Constitucional, sentencia C-372 de 27 de mayo de 2009. 
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Adicionalmente la Corte Constitucional ha señalado: 

 

que en caso de contradicción al momento de aplicar la 

definición ajustada a un caso de persona o personas 

desplazadas internamente deberá acudirse a la aplicación del 

“principio pro homine” según el cual son varios los supuestos 

en los que encajaría la consideración de una situación de 

desplazado interno: a) como consecuencia de la acción 

ilegítima de las autoridades del estado; b) la acción u 

omisión legítima del Estado; c) teniendo en cuenta la región 

del país, la estigmatización derivada para la persona y su 

familia cuando como consecuencia de un proceso penal seguido 

por hechos ligados al conflicto armado interno, es absuelto 

posteriormente, y amenazado por grupos armados ilegales.13 

 

El H. Consejo de Estado ha señalado que para que se configure 

la responsabilidad del Estado por desplazamiento forzado ha 

de darse los siguientes presupuestos: 

 

La Sala debe examinar la responsabilidad del Estado siempre 

que se demuestre o acredite la i) la coacción que se traduzca 

en la imperiosa necesidad del afectado (s) de desplazarse de 

su lugar habitual de residencia (o donde está la afincó); la 

existencia de cualquier tipo de amenaza o la concreción de la 

violación de los derechos fundamentales (ya sea en la vida, 

integridad física, seguridad y libertad personal); y la 

existencia de hechos determinantes como: “conflicto armado 

interno; disturbios y tensiones interiores; violencia 

generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos; 

infracciones al Derecho Internacional Humanitario, “u otras 

circunstancias emanadas de las situaciones anteriores que 

puedan alterar o alteren drásticamente el orden público”14 

 

Adicionalmente el Consejo de Estado ha señalado que: 

 

La responsabilidad del Estado cuando se produce un 

desplazamiento forzado. Para el a quo, la responsabilidad de 

la entidad demandada debía analizarse bajo el régimen clásico 

de la falla en el servicio. Desde la perspectiva de la 

responsabilidad del Estado, el precedente de la Sala ha 

señalado, 

 

“Esta Sección del Consejo de Estado ha reiterado en varios 

pronunciamientos que en casos -como el que ahora ocupa la 

atención de la Sala- en los cuales se endilga a la 

Administración una omisión derivada del presunto 

incumplimiento de las funciones u obligaciones legalmente a 

su cargo, el título de imputación aplicable es el de la falla 

del servicio”15. 

                                                             
13 Corte Constitucional, sentencia T-630 de 2007. 
14 Consejo de Estado – Sección Tercera, proceso 31093 
15 Sentencias de 8 de marzo de 2007, Exp. 27434; de 15 de agosto de 2007, Exps. 00004 
AG y 00385 AG; de 18 de febrero de 2010, Exp.18436. 
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Dicho encuadramiento lleva a plantear la falla del servicio a 

partir de la omisión determinante en la que se encuentran 

incursas las autoridades públicas “en el cumplimiento de las 

funciones que el ordenamiento jurídico le ha atribuido”, de 

tal manera que se hace necesario evaluar el contenido de las 

obligaciones fijadas por el ordenamiento jurídico a cada 

entidad u órgano de la administración pública llamado a 

cumplirlas y, el grado o nivel de cumplimiento para el caso 

específico16. 

 

DE LA FALLA DEL SERVICIO COMO PRESUPUESTO DE RESPONSABILIDAD 

EN DESPLAZAMIENTO FORZADO. 

 

En recientes sentencias el H. Consejo de Estado ha venido 

señalando los presupuestos de responsabilidad para que se 

configure falla del servicio en desplazamiento forzado. 

 

En efecto el Consejo de Estado ha señalado17: 

 

Para encuadrar al supuesto mencionado, es necesario que se 

haya demostrado en el caso concreto la existencia de los 

hechos, de los “riesgos inminentes y cognoscibles” y de la 

omisión del Estado de adoptar todas las medidas razonables 

para haber precavido y prevenido la ocurrencia de las 

amenazas y/o vulneraciones de los derechos fundamentales, o 

de los derechos humanos de los demandantes, para así 

concretarse la situación fáctica de desplazamiento forzado 

que estos invocaron. 

 

(…) 

 

Si bien la Inspección Municipal de La Cooperativa se 

encontraba en una zona que había sido objeto de acciones de 

grupos armados ilegales, lo que constituye un hecho notorio, 

específicamente el municipio de Mapiripán (Meta), con las 

pruebas allegadas al proceso no se logra determinar que se 

haya producido una incursión de estos grupos en la mencionada 

Inspección, o que se haya denunciado por los demandantes o la 

comunidad amenazas contra su vida, integridad y bienes, ya 

que no consta que los demandantes hayan acudido ante alguna 

autoridad local, departamental, la Defensoría o, del orden 

nacional informando y solicitando de las autoridades civiles, 

militares y policivas que operaban en esa jurisdicción la 

protección efectiva para su vida y bienes. 

 

Al no demostrarse la ocurrencia concreta de los hechos 

señalados en la demanda el 28 de diciembre de 1999, no puede 

la Sala inferir de manera indirecta que los demandantes se 

encontraban en una situación de desplazamiento forzado, 

porque si bien se trataba de una zona en la que se reconoció 

                                                             
16 Sentencia de 18 de febrero de 2010, Exp.18436. 
17 Sentencia del 21 de febrero del 2011. Expediente 31093. C.P. Orlando 
Santofimio.  
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por el Estado la existencia de conflicto armado, y era un 

hecho notorio la masacre ocurrida en el mes de julio de 1998, 

en el municipio de Mapiripán, no puede esto ser suficiente 

para encontrar que el Estado, en el caso concreto, desatendió 

los deberes jurídicos de prevención y protección de la vida, 

integridad física y libertad personal de los demandantes, de 

lo contrario se abriría la posibilidad de establecer la 

responsabilidad del Estado con base valoraciones hipotéticas 

que no se corroboran probatoriamente, sin perjuicio de 

entender que zonas como la Inspección Municipal de La 

Cooperativa estaban en el epicentro y en la confluencia de 

diferentes actores armados ilegales (en las declaraciones 

recogidas en los Consejos de Seguridad realizados se pone de 

presente esto) y en la concurrencia de múltiples factores de 

violencia. Luego, no está plenamente acreditado el daño 

antijurídico relacionado indudablemente con la situación de 

desplazamiento forzado, sino que se pretendió afirmar en 

abstracto su ocurrencia. 

 

Por lo tanto, no puede la Sala considerar la existencia de 

una posición de garante institucional en abstracto, cuando el 

daño antijurídico no está sustentado en el caudal probatorio 

que obre en cada caso en concreto. De lo contrario, la 

decisión judicial tendría más una vocación de corrección de 

la política institucional, y no de decisión judicial ceñida 

estrictamente al daño y a la imputación jurídica probada 

dentro del proceso. El Estado tiene una obligación positiva 

frente a la protección de los derechos humanos de las 

víctimas del conflicto armado, lo que no implica que deba 

imputarse la responsabilidad de este sin el sustento 

probatorio suficiente. 

 

En ese sentido, el precedente jurisprudencial constitucional 

establece, 

 

“Se dice que hay derecho a protección cuando un titular de 

derechos fundamentales le exige al Estado que lo defienda 

frente a intervenciones injustas de terceros o del mismo 

Estado. El caso clásico es la protección a la vida. Pero en 

circunstancias particularmente complicadas, como es el caso 

de la violencia en Colombia, la posición no puede ser de todo 

o nada, sino que el propio Estado puede efectuar una 

COMPETENCIA DE PRONÓSTICO para ponderar cuándo y hasta donde 

puede dar el Estado una protección real y no teórica. Por 

supuesto que el Estado está obligado a hacer todo lo posible 

para proteger la vida de los asociados, máxime cuando el 

Estado debe “adoptar  medidas en favor de grupos 

discriminados  o marginados”18. 

 

Por lo tanto, para configurarse una falla del servicio por 

parte de la demandada, se debe probar por los actores: 

 

                                                             
18 Corte Constitucional, sentencia T – 327 de 1997. 
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1. La existencia las amenazas que se señalan por los 

demandantes.  

2. La solicitud de protección a las autoridades 

frente al peligro que tenían de sus vidas o informe de 

la situación que estaban atravesando. 

3. La acción u omisión ilegitima del Estado de sus 

deberes. 

4. Los motivos por los cuales no han regresado a su 

ciudad de origen y la razón por la cual los motivos de 

su presunto desplazamiento aún continúan. 

 

Por otra parte, en punto al deber general de seguridad que 

debe prestar el Ejército Nacional a los ciudadanos, se 

reitera que es de medio y no de resultado, por tanto la 

Entidad no está compelida a evitar en términos absolutos 

todas las manifestaciones de la delincuencia en la sociedad, 

excepto cuando el deber se concretice a través de medidas de 

protección concedidas a la población vulnerable o afectada y 

siempre que se demuestre que no fueron atendidas por la 

Institución.  

 

En el sub lite no reposa medio de convicción que demuestre 

que los demandantes hubieran solicitado al Ejército Nacional 

protección para él y sus parientes, como para predicar que la 

obligación general de brindar seguridad a todos los 

habitantes de nuestra patria, se objetivizó en ellos; 

pertinente es recalcar que la misión del Ejecito Nacional se 

concreta en defender la soberanía, la independencia y la 

integridad territorial, para contribuir a generar un ambiente 

de paz, seguridad y desarrollo que garantice el orden 

constitucional de la nación, no en la de proveer protección 

concreta a los ciudadanos colombianos, pues dicha competencia 

radica exclusivamente en otras dependencias del Estado.  

 

Vistas así las cosas, no existe nexo de causalidad entre 

alguna omisión de protección o seguridad por parte del 

Ejército Nacional y el resultado dañoso; en estas 

condiciones, es imposible formular imputación 

 

Es de tener en cuenta que el demandante señala en su demanda 

que su desplazamiento obedeció a hechos de paramilitares, 

razón por la cual se configura la causal de exculpación de 

HECHO DE UN TERCERO.  

 

INIMPUTABILIDAD DE RESPONSABILIDAD A LA ENTIDAD DEMANDADA 

 

Sin duda, sostuvo el Consejo de Estado en sentencia del 9 de 

mayo de 2011, cuyo consejero Ponente fue el Dr. Jaime Orlando 

Santofimio Gamboa dentro del Expediente No. 54001-23-31-000-

1994-08654-01(19976) que “en la actualidad todo régimen de 

responsabilidad patrimonial del Estado exige la afirmación 

del principio de imputabilidad19, según el cual, la 

                                                             
19 En los términos de Kant, dicha imputación se entiende: “Imputación (imputatio) en sentido moral es el juicio 

por medio del cual alguien es considerado como autor (causa libera) de una acción, que entonces se llama 
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indemnización del daño antijurídico cabe achacarla al Estado 

cuando haya el sustento fáctico y la atribución jurídica”20. 

Pues se reitera, el derecho no puede apartarse de las 

“estructuras reales si quiere tener alguna eficacia sobre las 

mismas”21. 

 

Y continúa indicando: 

 

En cuanto a esto, cabe precisar que la tendencia de la 

responsabilidad del Estado en la actualidad está marcada por 

la imputación objetiva, título autónomo que “parte de los 

límites de lo previsible por una persona prudente a la hora 

de adoptar las decisiones”22. Siendo esto así, la imputación 

objetiva implica la “atribución”, lo que denota en lenguaje 

filosófico-jurídico una prescripción, más que una 

descripción. Luego, la contribución que nos que nos ofrece la 

imputación objetiva, cuando hay lugar a su aplicación, es la 

de rechazar la simple averiguación descriptiva, instrumental 

y empírica de “cuando un resultado lesivo es verdaderamente 

obra del autor de una determinada conducta”23.  

 

Esto, sin duda, es un aporte que se representa en lo 

considerado por Larenz según el cual había necesidad de 

“excluir del concepto de acción sus efectos imprevisibles, 

por entender que éstos no pueden considerarse obra del autor 

de la acción, sino obra del azar”24. Con lo anterior, se 

logra superar, definitivamente, en el juicio de 

                                                                                                                                                                                          

acto (factum) y está sometida a leyes; si el juicio lleva consigo a la vez las consecuencias jurídicas del acto, es 

una imputación judicial (imputatioiudiciaria), en caso contrario, sólo una imputación dictaminadora 

(imputatiodiiudicatoria)”. KANT, I. La metafísica de las costumbres. Madrid, Alianza, 1989, p.35. 

20 El “otro principio de responsabilidad patrimonial del Estado es el de imputabilidad. De conformidad con éste, 

la indemnización del daño antijurídico le corresponde al estado cuando exista título jurídico de atribución, es 

decir, cuando de la voluntad del constituyente o del legislador pueda deducirse que la acción u omisión de una 

autoridad pública compromete al Estado con sus resultados”. Corte Constitucional, sentencia C-254 de 25 de 

marzo de 2003. 

21 “Tenía razón Welzel al considerar que el Derecho debe respetar estructuras antropológicas como la 

capacidad de anticipación mental de objetivos cuando se dirige al hombre mediante normas. Desde luego, si 

el ser humano no tuviera capacidad de adoptar o dejar de adoptar decisiones teniendo en cuenta motivos 

normativos, sería inútil tratar de influir en el comportamiento humano mediante normas prohibitivas o 

preceptivas”. MIR PUIG, Santiago. “Significado y alcance de la imputación objetiva en el derecho penal”, en 

Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 05-05-2003 [http://criminet.urg.es/recpc], pp.6 y 7. 

22 “El Derecho se dirige a hombre y no a adivinos. Declarar típica toda acción que produzca un resultado 

dañoso, aun cuando éste fuese imprevisible, significaría que la ley no tiene en cuenta para nada la naturaleza 

de sus destinatarios; pues una característica del hombre es precisamente la de que no puede prever más que 

muy limitadamente las consecuencias condicionados por sus actos. Vincular un juicio de valor negativo (el de 

antijuridicidad) a la producción de un resultado que el hombre prudente no puede prever sería desconocer la 

naturaleza de las cosas (más concretamente): la naturaleza del hombre”. GIMBERNAT ORDEIG, E. Delitos 

cualificados por el resultado y relación de causalidad. Madrid, 1990, pp.77 ss. 

23 MIR PUIG, Santiago. Santiago. “Significado y alcance de la imputación objetiva en el derecho penal”, ob., 

cit., p.7. 

24 LARENZ, K. “Hegelszurechnungslehre”, en MIR PUIG, Santiago. “Significado y alcance de la imputación 

objetiva en el derecho penal”, ob., cit., p.7. 



 

REPUBLICA DE COLOMBIA - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - DIRECCION DE ASUNTOS LEGALES  

GRUPO CONTENCIOSO CONSTITUCIONAL – SEDE BOLIVAR 

31 
 

responsabilidad, la aplicación tanto de la teoría de la 

equivalencia de condiciones, como de la causalidad adecuada, 

ofreciéndose como un correctivo de la causalidad, donde será 

determinante la magnitud del riesgo y su carácter permisible 

o no25. 

 

Dicha tendencia es la que marcó el precedente jurisprudencial 

constitucional, pero ampliando la consideración de la 

imputación (desde la perspectiva de la imputación objetiva) a 

la posición de garante donde la exigencia del principio de 

proporcionalidad es necesario para considerar si cabía la 

adopción de medidas razonables para prevenir la producción 

del daño antijurídico, y así se motivara el juicio de 

imputación. 

 

En los anteriores términos, la responsabilidad 

extracontractual del Estado se puede configurar una vez se 

demuestre el daño antijurídico y la imputación (desde el 

ámbito fáctico y jurídico), hecho este que como se ha 

sostenido a lo largo de este escrito no se prueba.  

 

LAS OBLIGACIONES DEL ESTADO FRENTE A LAS PERSONAS RESIDENTES 

EN COLOMBIA 

 

Frente a las obligaciones que tiene el Estado en torno a las 

personas naturales residentes en Colombia, es necesario hacer 

el siguiente repaso constitucional: 

 

El artículo 2º inciso 2º de la Carta Magna, hace recaer en la 

autoridad de la República, la obligación de proteger entre 

otros derechos fundamentales, el de la vida: 

 

“Artículo 2º LOS FINES DEL ESTADO (…) 

Las autoridades de la República están instituidas para 

proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su 

vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, 

y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del 

Estado y de los particulares”  

 

En lo que hace a la responsabilidad jurídica de las 

autoridades el artículo 6º constitucional preceptúa: 

 

“Artículo 6º LIBERTAD INDIVIDUAL Y PRINCIPIO DE LEGALIDAD. 

Los particulares sólo son responsables ante las autoridades 

por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 

Públicos lo son por la misma causa y por omisión o 

extralimitación en el ejercicio de sus funciones” 

 

Por su parte el artículo 90 en su inciso 1º nos habla de la 

responsabilidad extracontractual del Estado cuando dice: 

 

                                                             
25 JAKOBS, G. La imputación objetiva en el derecho penal. Bogotá, Universidad Externado, 1994. 
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“El Estado responderá patrimonialmente por los daños 

antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción 

o la omisión de las autoridades públicas. 

 

 “En el evento de ser condenado el Estado a la reparación 

patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia 

de la conducta dolosa o gravemente  

Culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste”. 

 

Pues bien, luego de este recuento normativo, cabe preguntar: 

¿Hasta dónde llega la obligación del Estado Colombiano de 

proteger la vida de los residentes en este país? 

 

Es claro, que conforme a las normas constitucionales, existe 

el deber de las autoridades de proteger la vida e integridad 

de todas las personas residentes en Colombia, dentro de un 

marco de igualdad sin ningún tipo de discriminación, pero 

esta obligación igualmente se sujeta a algunos parámetros, el 

cual es el conocimiento de los hechos para que puedan actuar, 

ya que para el Estado – Fuerza Pública le es imposible cuidar 

a cada uno de los habitantes del país. 

 

El H. Consejo de Estado26 ha compartido esta tesis al señalar: 

 

RELATIVIDAD DE LA FALLA DEL SERVICIO - Concepto. Alcances / 

FALLA RELATIVA DEL SERVICIO - Concepto. Alcances / 

RELATIVIDAD DE LA OBLIGACION - Capacidad estatal limitada 

 

No obstante, cabe señalar que la Sala ha considerado que a 

pesar de que es deber del Estado brindar protección a todas 

las personas residentes en el país, no le son imputables 

todos los daños a la vida o a los bienes de las personas 

causados por terceros, porque las obligaciones del Estado son 

relativas, en tanto limitadas por las capacidades que en cada 

caso concreto se establezcan, dado que “nadie está obligado a 

lo imposible”. Aunque, se destaca que esta misma Corporación 

en providencias posteriores ha aclarado que la relatividad de 

las obligaciones del Estado no excusa su incumplimiento, sino 

que debe indagarse en cada caso si en efecto fue imposible 

cumplir aquéllas que en relación con el caso concreto le 

correspondían. 

 

 

CARGA DE LA PRUEBA (ART. 167 CGP). 

 

El inciso primero del artículo 167 del C.G.P señala que 

“Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las 

normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.” 

(…).  

 

Dicha preceptiva consagra la regla subjetiva de la carga de 

la prueba, acogida y aplicada en nuestra legislación, según 

la cual las partes están llamadas a aportar las pruebas que 

sustenten sus pretensiones, so pena de que las mismas sean 

                                                             
26 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 27 de abril del 2011 , Expediente (20374) 
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desestimadas. Así lo enseña el profesor Hernando Devis 

Echandía27: 

 

“Pero, simultánea e indirectamente, dicha regla determina qué 

hechos debe probar cada parte para no resultar perjudicada 

cuando el juez la aplique (a falta también de prueba aportada 

oficiosamente o por la parte contraria, dada la comunidad de 

la prueba, que estudiamos en el núm. 31, punto 4), puesto 

que, conforme a ella, la decisión debe ser adversa a quien 

debería suministrarla, y, por tanto, le interesa aducirla 

para evitar consecuencias desfavorables.” (…) Subrayas fuera 

de texto. 

 

Esta carga procesal, implica la responsabilidad de las partes 

por su conducta durante el proceso, tendiente a allegar la 

prueba de los hechos que la benefician y a controvertir la de 

aquellos que han sido acreditados por el contrario y que 

pueden perjudicarla; en este orden de ideas, puede decirse 

que a las parte le es dable colocarse en una total o parcial 

inactividad probatoria por su propia cuenta y riesgo. 

 

Este principio contiene una regla de conducta para el 

juzgador, en virtud de la cual, cuando falta la prueba del 

hecho que sirve de presupuesto a la norma jurídica que una 

parte invoca a su favor, debe fallar de fondo y en contra de 

esa parte28. Así pues, el fallador puede cumplir con su 

función de resolver el litigio cuando ante la ausencia de 

elementos probatorios, sin tener que abstenerse, para dar 

cumplimiento a los principios de economía procesal y eficacia 

de la función. 

 

En suma, quienes hagan parte de la litis, deben participar 

activamente en el recaudo del material probatorio, para 

impedir al fallador que ante la escasez de medios de 

convicción, dirima el conflicto aún en contra de lo 

pretendido por ellas. 

 

Ahora bien, ante la escases probatoria que rodea el caso sub 

judice, en cuanto a los móviles del suceso y los perjuicios 

incoados, será carga de la parte actora acreditar los 

supuestos de hecho de las normas que consagran el efecto 

jurídico que pretenden, impuesta por el artículo 167 del CGP, 

misma que se traduce en este evento, en la demostración de 

una obligación de seguridad concreta por parte del Ejército 

Nacional frente a los demandantes y que pese a ello la 

Institución no tomó las medidas de protección del caso; no de 

otra forma podría derivarse responsabilidad de mi prohijada 

por falla en el servicio. 

 

                                                             
27DEVIS ECHANDÍA, Hernando. Teoría General de la Prueba Judicial, Tomo I. Bogotá: Editorial Temis, Quinta Edición, 
2006. p.405, 406. 
 
28 DEVIS ECHANDÍA, Hernando; Compendio de Derecho Procesal. Pruebas Judiciales, Décima Edición; Biblioteca Jurídica 
Diké, Medellín, 1994, T.II, p. 27. 
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De conformidad con los argumentos jurídicos expuestos 

anteriormente comedidamente solicito al señor Juez se nieguen 

las pretensiones de la demanda en consideración a que 

contrario a lo afirmado por la parte demandante y como 

consecuencia de una valoración en conjunto de la totalidad 

del material probatorio allegado, debe concluirse que no se 

probó que el daño fuera imputable al Estado. 

 

Señor Juez, cordialmente le solicito se sirva reconocerme 

personería jurídica para actuar en defensa de la NACION – 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJERCITO NACIONAL – ARMADA 

NACIONAL, en los términos y para los fines que me fue 

concedido en el poder anexo a la presente. 

 

 

PRUEBAS: 

 

 

DOCUMENTALES A SOLICITAR: 

 

De manera respetuosa me permito solicitar al señor Juez se 

oficie: 

 

 

1. A la alcaldía municipal del municipio de CORDOBA (Bolívar), 
para que certifique cuales son los predios de los accionantes 

o del causante, que se encuentran a paz y salvo por concepto 

de impuesto predial, propiedades que fueron abandonadas 

supuestamente desde el año 2000 y si existió mora alguna 

entre los años 2001 a la fecha. 

 

2. Se solicite a la Unidad de UNIDAD PARA LA ATENCION Y 

REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS, certifique cuales han 

sido los programas de reparación integral para la población 

del Municipio de CORDOBA Bolívar y que además certifique si 

los demandantes se han acogido a la indemnización por vía 

administrativa las fechas y los montos de la indemnización. 

 

3. Se oficie a la Presidencia de la Republica para que 

certifique la totalidad de programas de atención y de 

asistencia a los habitantes de las poblaciones del Municipio 

de CORDOBA Bolívar, realice un informe de las medidas de 

restauración, rehabilitación y garantías de no repetición que 

se han dado a los habitantes de tal municipio dentro del 

trámite del proceso de justicia y paz. 

 

APORTADAS POR LA ENTIDAD. 

 

Ruego se tenga como prueba el Oficio No. 087 del 14 de marzo 

de 2020 emitido por el Comandante de la Primera Brigada de 

Infantería de Marina. 
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DOMICILIO  Y  NOTIFICACIONES 

 

La parte demandada, Nación – Ministerio de Defensa Nacional – 

Ejercito Nacional –Armada Nacional y su representante legal, 

tienen su domicilio en Bogotá, en la avenida el Dorado 

Carrera 52 CAN EDIFICIO DEL MINISTERO DE DEFENSA. Correo 

electrónico de la entidad:  

 

notificaciones.cartagena@mindefensa.gov.co.  

 

El suscrito apoderado tiene su domicilio en esta ciudad, 

Oficina del Grupo Contencioso Constitucional del Mindefensa, 

ubicada en la Base Naval ARC Bolívar, Coliseo Segundo Piso, 

situada en la entrada al barrio Bocagrande de Cartagena, 

donde recibiré notificaciones o en la secretaria de su 

Despacho.  

 

ANEXOS 

 

a) Lo relacionado en el acápite de pruebas. 
b) Poder otorgado para el asunto y sus anexos. 
c) Resolución No. 8615 del 24 de Diciembre de 2012 y 3200 

del 31 de julio de 2009. 

 

Cordialmente, 

 
YELENA PATRICIA BLANCO NUÑEZ 

mailto:@mindefensa.gov.co
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LA SU§CR[TA,COORD[NADOR`A  DEL éRuPO-BE TALENTO HuMANO 'DE LA
uMDÁÉ GEsTiÓÑ GENÉRAL DEL ritN[sTEF±[o DE'DEFENsA .

CERTIFICA:

Que  revisacl'a  !a  hoja. de  vida  d.e+ S'ONIA  CLEMENC¡A  URIBE. RÓDRiGUEZ,  ' ¡dent¡fic-ada.
cQn  !a  .cédüla  de  ciudada.nía  NÜ*  37.829.709,  quien  laborá  en +el  Ministeri`o  de  Defen§a,
Nácio~ná¡~'uni¢ad de Gestión General¡   en la actua'idad se   desempeñ`a 'como D!RECTüR.
DEL S'E`CTO.R DEFENSA   Código 1-3   Grado 18 {ENCÁRGADA), ,cle la +D]FtECC]ÓN DE
ASUNTOS LEGALES, én !a p'anta de emp!eados públicoS.,

La  prese`nte  ínformaci`ón fu+e  rat¡ficada  con  los so'portes fí§¡Qos y  magnét¡cos' q.ue  reposan
eri el archi-vo de `Hojas de Vida y en eI Sis'tema`de .lnformac¡ón y ádm¡nistrac¡Ón de¡ Ta'ento+
Humaho-S'ATH.

Se exp¡de en Bogotá 'a 'os 26 .días de] .mes,dé Octubre dé¡' 2018,

INES DEL ROCIO HURTÁñÓ B`U!T`RAGÓ
Coürd¡-nacíora Grupo Talento Humano

Noía: El l¡emp© d© servltic,
esiÓ¬ ¢¬ínÉS§`se dárá en

ELABoRÓ.' ssüNiorqT
Subo{lc¡?l  Grupp
Carreía 5¿ No. 26«
LvL%L¥`±'uj¡níiSLÉffi`ggffi
Tw¡tter. @mindefe,,is-a
Facebo'ók: MrndefénsaCo'o-mbía

''Yo`útube: M¡tidefe'ngaColo,t`b¡a

S,#ofifieenCgóünenntOaZa?sf%ancatemdesnt{tceaasPefis¢3£#%=geetil'o#dVtiagn:deOntePSEa`pP®e®nsS:O§kacdúeú!#Ón ri¬ Pam prima de ant©üstad,   La c¬ri,ficad6n de

DO NESTOF¬



REPÚBLICA DE COLOMBIA.

MINISTERIO DE DEFENSÁ NACION`ÁL

RESOLuCIóN   NúMERO   7 8  § 5`   bE  2018
t    8.3Ü6T2018)

Por ¡a cua{ se` encarga cie ¡as Fünciones del  bespaQho de ía D¡r¬cc¡ón d`e`A5untos+ Legale5,  a  una
funcionaría c!el M¡n'¡sterio-de-Defensa  Naciona! ~ Un¡dad de Gestión General

EL M"IsTkÓ DE DEFEri5A NÁcIÓNAL

En   éj-er¿¡c¡o de ¡a§ facü]tades-cóns[ituc¡c,nal?5 y legale5;` eri éspecia1`_la's confer¡das en e}'I¡teral5 6+1'de ¡a
Ley #89 de 1998, en toncordan`cia con` el artículo 34 dd becr¬tü i'95o`.de ig.73, 53`del Decreto Ó91 dg

"2007, y

CONSIDERANDO

Que-  ÉÓr   neces¡dade`§`  dd   serv¡¬'!Ó,   se   requ¡ere   encar§ar  de  ]as` ``rintión'e§   dei   Despacho   c¡e   {a
D¡'rección'   de'   Asunt'Ó's   Legal.e.S;   :a    la    doctora   ASD30.    SOÑIA' `CLE_MENCm   URIBE>   ñODRIGuEZ
idén+tíñca`da con  cé¢uía  de cíuc¡adánía  No'.  37`829,.709,. a  part¡r de 'la fecha  y  ha5ta `que .el ;titular del
¬arg'o  reaéumla  sus fL¡nciones+.,  -

QQé. é} aftí=ulo 53 del DÉc.retg Le-y O91 de a2007 prevé: ``fVCX#GC}3. -¿of`fgrw'dpr£5 É¢Ptii'ci¢S ca`é/JeG¢r|'befénsá, `pert£riézcárÍ-ri no'a/  SÉtema  Espec¡al de Carrera. de`l SettDr`.Dáñirísa,' ptJdrári,  'hiéd¡ame a¬tr,

admínfstraWo, ser er!.Ga.rgadoi pare désemPEñar trapsitoriament¬ un empleQ a.pará fea¡izar acflv¡d.ades
relác¡ÓftaYüF§ Vdír¬¿ta  Q '`¡-nd¡¡ecémen±e  coñ  ¡a  -Mks¡ó-rl  y  las  atr¡buci.c,nes ``del  sector ci  que ~t¬pgan  pc,r
finaÍ'idad  é¡`désémpeñd de  responsab¡l¡dades  díferentés a  ¡as-que hab¡tualiTien±¿  le éñriesbonde'¡i+an  al`
fun¬io'rf_ai¡b erí desarro¡{o de`sus Fur!c¡cjngs."

Que e*¡steí'b¡sponibilidad  éresüpuestal para  el reconoc¢imiento,de' ericaí¡go,  segün  Ceft¡fiéa¬ióri_.Nd,.131
del  27 d¬.septiembre dE 20`18J exp.ed¡da` por la Jefe 'del área de Presupües[o del Grüpp F¡nancL£ro de la
D¡re-cc`ión Adriiin¡strat'iva,

Que por lo antef¡brhe-h{e exSLÍ'e5ió,

RESUELVE

ARTÍCuLO 1.        +Enéargar,  a  la-,ASb30.  SONIAr CLEMENC'I`A  u-RIBE  RüDRIGUEZ,  'iqen!i,fiéág_á
con  céd.u'a  de  ciudadanía  Nó.  37.829.70g,  de  la§  fun£¡'Ónés  de¡  +e.mp'eÓ  DIRECTOR  DEL  SEGT®R
DEFEN_SA,  COD{GO  1-3,  GRADO  18  de  la  Dirección  de ASur,to-s  Legá}es| ~  Uñidad'de Gést¡ón Genera-l
del  mhistef¡D' dé-Defensa  Nac¡onal,  a  partir de ia  fe¿ha y'haSta  q'ue' el t¡tular'`del cargo-'reasuma sus
func¡one5.

ARTÍCuLO 2.       La ÁSD30,  SONIA CLEMEN'C-IA uRI-BE RODRI¿Lj'E-Z, tend`rá' dere+ch`d a` perc`ib¡r
ia   as¡gnac\¡ón   bás¡ca  del   empléo   Directór 'de!  .Secto+  Defen5a,'  CÓc}¡go   1-3,   Grado   18,   c!urante   el
tiempo que dure ¬! encargQ.

ARTÍCULO 3.       Cóñiuni¬árá través` dél <GrpE,Ó -de Talernto  Humano  de  ía  DÍrecc¡Ón  Admiri¡strativa
del  M¡n¡stér¡o de Défensá CNaciónaJ -un¡dad de :Gestió'n Genera¡, ¬¡  preser,te Acto Admi.n¡strat¡vo`

ARTÍCuL,O 4|       La  pr?sente re5o¡ución  r¡gé a paítir d¬ laÚ_fe¬há de 5Ü e¥p`ed¡éTón y surte~e'fectos a
partií dei\ térm¡no esta`blec¡do er,  el artiJculo pr¡mero.

g:dMaueNnÍQB:5:tEáiYD:ÚcT,PLASE      o  3  ocT  2018

EL MIN'StRO 'DE'DE'FhÉÑ§Á+ NAÓlÓNAL

VÓ+.  BÜ. S=creEa,iÓ
Vo:  8o.  B¡.recto-ra Ad-rn'ñ{sÜ'a,iva`   '
vo: ÓÓ`i Cc¬Ídiüdoíe Grüj,o Ta¡z3niü i iümaño
-~  .` -L.,&.  .,-_  -".*_...l_ r.*_-__.L



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

RESOLUCIÓN NÚMERO 8 6  5 	DE 2012 

(  24  DIC. 2012 

Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y competencias relacionadas con la 
actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la Nación - Ministerio de 

Defensa Nacional. 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 

En uso de sus facultades constitucionales y legales y en particular las conferidas por el 
artículo 211 de la Constitución Política, los artículos 9 de la Ley 489 de 1998, 8 numeral 2 del 
Decreto 1512 de 2000, 1 del Decreto 049 de 2003, 2 numeral 8 del Decreto 3123 de 2007, 2 
numeral 8 del Decreto 4890 de 2011, 23 de la Ley 446 de 1998, artículos 159 y 160 de la ley 
1437 de 2011 y 64 del Código de Procedimiento Civil, y 

CONSIDERANDO: 

Que según lo previsto en el artículo 211 de la Constitución Política, la ley señalará las 
funciones que el Presidente de la República podrá delegar en los ministros, directores de 
departamentos administrativos, representantes legales de entidades descentralizadas, 
superintendentes, gobernadores, alcaldes y agencias del Estado que la misma ley determine. 
Igualmente, fijará las condiciones para que las autoridades administrativas puedan delegar en 
sus subalternos o en otras autoridades. 

Que en virtud de la norma en cita la delegación exime de responsabilidad al delegante, la cual 
corresponderá exclusivamente al delegatario, cuyos actos o resoluciones podrá siempre 
reformar o revocar aquel reasumiendo la responsabilidad consiguiente. 

Que de conformidad con lo consagrado en el artículo 9 de la Ley 489 de 1998, las autoridades 
administrativas, en virtud de lo dispuesto en la Constitución Política y de conformidad con la 
citada Ley, "están habilitadas para transferir el ejercicio de funciones y la atención y decisión 
de los asuntos a ellas confiados por la ley, mediante acto de delegación, a los empleados 
públicos de los niveles directivo y asesor vinculados al organismo correspondiente, con el 
propósito de dar desarrollo a los principios de la función administrativa enunciados en el 
artículo 209 de la Constitución Política y en la ley". 

Que de acuerdo a lo previsto en el artículo 6 de la Ley 489 de 1998, las autoridades 
administrativas deben garantizar la armonía en el ejercicio de sus respectivas funciones con el 
fin de lograr los fines y cometidos estatales y prestar su colaboración a las demás entidades 
para facilitar el cumplimiento de sus funciones, procurándose en el desarrollo de la función 
pública, de manera prioritaria, dar aplicación a los principios de coordinación y colaboración 
entre las autoridades administrativas y entre los organismos del respectivo sector. 

Que de conformidad con lo previsto en el artículo 23 de la Ley 446 de 1998 cuando en un 
proceso ante cualquier jurisdicción intervengan entidades públicas, el auto admisorio de la 
demanda se debe notificar personalmente al Representante Legal de la Entidad Pública o a 
quien éste haya delegado la facultad de recibir notificaciones. 



RESOLUCIÓN NÚMERO  8 6 1 5  
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DE 2012 	HOJA No 2 

Continuación de la Resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y 
competencias relacionadas con la actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la 
Nación - Ministerio de Defensa Nacional.". 

Que teniendo en cuenta la clase, volumen y naturaleza de los procesos en que es parte la 
Nación - Ministerio de Defensa, se hace necesario delegar la facultad de notificarse y 
constituir apoderados, en algunos servidores públicos, en orden a garantizar el cumplimiento 
de los principios de eficacia, moralidad, economía y celeridad en la gestión litigiosa. 

Que el artículo 159 de la ley 1437 de 2011, establece: 

"CAPACIDAD Y REPRESENTACIÓN. Las entidades públicas, los particulares 
que cumplen funciones públicas y los demás sujetos de derecho que de acuerdo 
con la ley tengan capacidad para comparecer al proceso, podrán obrar como 
demandantes, demandados o intervinientes en los procesos contencioso 
administrativos, por medio de sus representantes, debidamente acreditados. 

La entidad, órgano u organismo estatal estará representada, para efectos 
judiciales, por el Ministro, Director de Departamento Administrativo, 
Superintendente, Registrador Nacional del Estado Civil, Procurador General de la 
Nación, Contralor General de la República o Fiscal General de la Nación o por la 
persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o produjo el hecho. 

El Presidente del Senado representa a la Nación en cuanto se relacione con la 
Rama Legislativa; y el Director Ejecutivo de Administración Judicial la representa 
en cuanto se relacione con la Rama Judicial, salvo si se trata de procesos en los 
que deba ser parte la Fiscalía General de la Nación. 

En los procesos sobre impuestos, tasas o contribuciones, la representación de las 
entidades públicas la tendrán el Director General de Impuestos y Aduanas 
Nacionales en lo de su competencia, o el funcionario que expidió el acto. 

En materia contractual, la representación la ejercerá el servidor público de mayor 
jerarquía de las dependencias a que se refiere el literal b), del numeral 1 del 
artículo 2 de la Ley 80 de 1993, o la ley que la modifique o sustituya. Cuando el 
contrato o acto haya sido suscrito directamente por el Presidente de la República 
en nombre de la Nación, la representación de esta se ejercerá por el Director del 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República. 

Las entidades y órganos que conforman el sector central de las administraciones 
del nivel territorial están representadas por el respectivo gobernador o alcalde 
distrital o municipal. En los procesos originados en la actividad de los órganos de 
control del nivel territorial, la representación judicial corresponderá al respectivo 
personero o contralor." 

Adicionalmente al artículo 160 de la ley 1437 de 2011, nos indica: 

"DERECHO DE POSTULACIÓN. Quienes comparezcan al proceso deberán 
hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los casos en que la ley 
permita su intervención directa. 

Los abogados vinculados a las entidades públicas pueden representarlas en los 
procesos contenciosos administrativos mediante poder otorgado en la forma 
ordinaria, o mediante delegación general o particular efectuada en acto 
administrativo". 
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Continuación de la Resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y 
competencias relacionadas con la actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la 
Nación - Ministerio de Defensa Nacional.". 

Que de conformidad con el inciso primero del artículo 64 del Código de Procedimiento Civil, la 
Nación y demás Entidades de Derecho Público, podrán constituir apoderados especiales para 
atender los procesos en que sean parte, siempre que sus representantes administrativos lo 
consideren conveniente por razón de distancia, importancia del negocio u otras circunstancias 
análogas. 

RESUELVE 

CAPITULO PRIMERO 

DELEGACIONES AL INTERIOR DEL MINISTERIO DE DEFENSA — GESTIÓN GENERAL 

ARTÍCULO 1. Delegar en el Director de Asuntos Legales del Ministerio de Defensa Nacional 
las siguientes funciones: 

1. Notificarse de las demandas, atenderlas directamente y constituir apoderados en los 
procesos contencioso administrativos que cursen contra la Nación - Ministerio de Defensa 
Nacional, ante el Honorable Consejo de Estado, Tribunales Contencioso Administrativos y 
Juzgados Contencioso Administrativos, así como en los procesos que se adelanten ante la 
Corte Constitucional por demandas de inconstitucionalidad. 

2. Notificarse de las acciones de Tutela, de Cumplimento, Populares o de Grupo, 
pudiendo contestar, rendir informes, constituir apoderados en dichas acciones e impugnar los 
fallos por si o por intermedio de apoderado, así como presentarlas en nombre de la entidad 
como accionante o demandante. 

3. Notificarse de las demandas, atenderlas directamente o designar apoderados dentro de 
los procesos que cursen en los Juzgados Civiles, Penales y Laborales de todo el territorio 
nacional en contra de la Nación - Ministerio de .Defensa Nacional. 

4. Constituirse en parte civil o designar apoderados para que lo hagan, en los términos y 
para los efectos del artículo 36 de la Ley 190 de 1995. 

5. Para efectos de la Ley 1066 de 2006 y demás normas concordantes, otorgar poderes a 
funcionarios abogados del Ministerio de Defensa Nacional según lo requieran las necesidades 
del servicio, para los trámites tendientes a la recuperación de la cartera por cobro coactivo, o 
realizarlas directamente, así como asignar funciones de Secretario a un empleado de la 
misma entidad, con el fin de apoyar con las funciones administrativas. 

6. Notificarse y designar apoderados en las querellas policivas y administrativas que cursen 
ante el Ministerio de Protección Social e Inspecciones de Policía o atenderlas directamente. 

7. Designar apoderados con el fin de iniciar cualquier tipo de acción en las jurisdicciones 
contencioso administrativo, ordinaria y policiva o iniciarlas directamente. 

8. Notificarse y designar apoderados para atender e iniciar las actuaciones administrativas 
que se surtan o deban surtirse ante las entidades de la Administración Pública del orden 
Nacional, Departamental, Municipal o Distrital o hacerlo directamente o ante cualquier 
particular que ejerza funciones públicas, así como de las ofertas de compra de inmuebles que 
le presenten a la entidad. 

9. Notificarse y designar apoderados, así como adelantar todos los trámites administrativos 
inherentes a las actuaciones ambientales o atenderlo directamente. 
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Continuación de la Resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y 
competencias relacionadas con la actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la 
Nación - Ministerio de Defensa Nacional.". 

ARTÍCULO 2. Delegar la función de notificarse de las demandas y constituir apoderados en 
los procesos contencioso administrativos, acciones de Tutela, Populares, de Grupo y de 
Cumplimiento que cursen contra la Nación - Ministerio de Defensa Nacional ante los 
Tribunales y Juzgados, en los Comandantes de las Unidades Operativas y Tácticas de las 
Fuerzas Militares que se indican a continuación. 

Ciudad 	de 
ubicación 	del 
Despacho Judicial Departamento 	Delegatario 
Contencioso 
Administrativo 
Medellín ntioquia 	 Comandante Cuarta Brigada 

lArauca 
Barranquilla 	tlántico 

Comandante Brigada Dieciocho 
Comandante Segunda Brigada 

rauca 

Barrancabermeja Santander del Sur 
Comandante Batallón de Artillería de Defensa Aérea 
No.2 Nueva Granada 

Cartagena 	Bolívar Comandante Fuerza Naval del Caribe 

Tunja 	 Boyacá Comandante Primera Brigada 

Buenaventura alle del Cauca 
Comandante Brigada Fluvial de Infantería de Marina 
No.2. 

Buga alle del Cauca 
Comandante Batallón de Artillería No.3 Batalla de 
Palace. 

Manizales 	Caldas 

Florencia 	Caquetá 

Comandante Batallón de Infantería No. 22 
"Ayacucho" 
Comandante Décima Segunda Brigada del Ejercito 
Nacional 

Popayán 	Cauca 

Montería 	Córdoba 

Comandante Batallón de Infantería No.7 "José Hilario 
López" 
Comandante Décima Primera Brigada del Ejército 
Nacional 

Yopal 	 Casanare 
Comandante Décima Sexta Brigada del Ejército 
Nacional 

Valledupar 	Cesar Comandante Batallón de Artillería No. 2 " La Popa 

Quibdo 	 Choco 
Comandante Batallón de Infantería No. 12 "Alfonso 
Manosalva Flores" 

Riohacha 	Riohacha 

Huila 	 Neiva 

Comandante Batallón de Infantería Mecanizado No. 6 
"Cartagena" 
Comandante Novena Brigada del Ejército Nacional 

Leticia mazonas 
Comandante Brigada de Selva No.26 del Ejército 
Nacional. 

Santa Marta 	Magdalena 

Villavicencio 	Meta 

Comandante Primera División del Ejército Nacional. 
Jefe Estado Mayor de la Cuarta División 

Mocoa 	 Putumayo omandante Brigada No.27 del Ejército Nacional 

Cúcuta 	 Norte de Santander 

Pasto 	 Nariño 

omandante Grupo de Caballería Mecanizado No. 5 
'General Hermógenes Maza" 
Comandante Batallón de Infantería No. 9 "Batalla de 
Boyacá" 

Norte de Santander 
Comandante Batallón de Infantería No.13 García 
Rovira. 
Comandante Octava Brigada del Ejército Nacional. Quindío JA

Pamplona 

rmenia 
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Continuación de la Resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y 
competencias relacionadas con la actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la 
Nación - Ministerio de Defensa Nacional.". 

Pereira Risaralda 	iComandante Batallón de Artillería No. 8 "San Mateo" 

San Gil Santander 
Comandante Batallón de Artillería No.5 Capitán José 
Antonio Galán. 

Bucaramanga Santander Comandante Segunda División del Ejército Nacional. 

San Andrés San Andrés 
Comandante Comando Específico San Andrés 
y Providencia 

Santa 	Rosa 	de 
Viterbo 

Boyacá Comandante Primera Brigada del Ejército Nacional. 

Sincelejo Sucre Comandante Primera Brigada de Infantería de Marina 

Ibagué Tolima Comandante Sexta Brigada del Ejercito Nacional 

Turbo Antioquía 
Comandante Batallón Fluvial de Infantería de Marina 
No 20. 

Cali Valle del Cauca 
Comandante Tercera División del Ejercito Nacional 

ipaquira- 
Facatativá-Girardot 

Cundinamarca 
Director 	de 	Asuntos 	Legales 	del 	Ministerio 	de 
Defensa Nacional 

PARÁGRAFO. Podrá igualmente el Director de Asuntos Legales del Ministerio de Defensa 
Nacional, constituir apoderados en todos los procesos que cursen ante los Tribunales y 
Juzgados Contencioso Administrativos del territorio nacional. 

ARTÍCULO 3. Los delegatarios relacionados en el artículo 2 de la presente Resolución, 
contaran para el ejercicio de la función delegada con los profesionales abogados de la 
Dirección de Asuntos Legales de este Ministerio. 

Por su parte, los delegatarios brindaran apoyo a los abogados designados por la Dirección de 
Asuntos Legales para el cumplimiento de las funciones litigiosas a ellos asignadas, 
especialmente en la consecución de pruebas requeridas por las instancias judiciales al interior 
de los procesos. 

PARÁGRAFO. En aquellas Jurisdicciones en donde no se cuente con funcionario de la 
Dirección de Asuntos Legales, se deberá prestar por parte del delegatario apoyo al apoderado 
encargado de esa instancia judicial con la designación de un funcionario de su Unidad para 
que realice el seguimiento a los procesos judiciales que se sigan en contra del Ministerio de 
Defensa Nacional. Para el efecto se harán las coordinaciones pertinentes. 

CAPITULO SEGUNDO 

DELEGACIONES EN OTRAS DEPENDENCIAS DEL MINISTERIO DE DEFENSA 

ARTÍCULO 4. Delegar en el Superintendente de Vigilancia y Seguridad Privada las siguientes 
funciones: 

1. La facultad de representar a la Nación - Ministerio de Defensa Nacional - Superintendencia 
de Vigilancia y Seguridad Privada en los procesos contencioso administrativos que se surtan 
ante las diferentes instancias judiciales, así como en los procesos que se adelanten ante la 
Corte Constitucional por demandas de inconstitucionalidad contra normas de su competencia. 
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Continuación de la Resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y 
competencias relacionadas con la actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la 
Nación - Ministerio de Defensa Nacional.". 

En desarrollo de esta facultad el Superintendente de Vigilancia y Seguridad Privada podrá 
recibir notificaciones y constituir apoderados. 

2. La facultad para notificarse de las acciones de Tutela, Populares, de Grupo y de 
Cumplimento, pudiendo rendir informes, constituir apoderados en dichas acciones e impugnar 
los fallos por si o por intermedio de apoderado. 

3. La facultad para representar a la Nación - Ministerio de Defensa Nacional -
Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada en los procesos por cobro coactivo para 
hacer efectivos los créditos exigibles a favor de la Superintendencia y la facultad para 
constituir apoderados para hacer exigibles dichos créditos en todo el territorio nacional, para 
efectos de la Ley 1066 de 2006 y demás normas concordantes. 

4. La facultad para representar a la Nación Ministerio de Defensa en los procesos ordinarios 
que contra la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada cursen en los estrados 
judiciales. 

5. La facultad para representar a la Nación Ministerio de Defensa — Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada, en los procesos penales. 

ARTÍCULO 5. Delegar en el Director General de Sanidad Militar y Directores de Sanidad de 
las diferentes Fuerzas y Policía Nacional, en los Jefes de las Oficinas de Prestaciones 
Sociales del Ministerio de Defensa Nacional, del Ejército Nacional, de la Fuerza Aérea 
Colombiana, de la Armada Nacional y de la Policía Nacional, o quien haga sus veces y en los 
Jefes o Directores de Personal o Desarrollo Humano o quien haga sus veces en el Ministerio 
de Defensa Nacional, el Ejército Nacional, la Fuerza Aérea Colombiana, la Armada Nacional y 
la Policía Nacional  ,  la facultad de notificarse de las acciones de Tutela, pudiendo contestar, 
rendir informes e impugnar los fallos por sí o por intermedio de apoderado. 

En desarrollo de esta delegación se remitirá a la Dirección de Asuntos Legales del Ministerio 
de Defensa Nacional, trimestralmente, la siguiente información: 

1. Corporación judicial que atendió la tutela. 
2. Accionante 
3. Causa de la Acción 
4. Resumen del fallo. 
5. Decisión de Impugnación, si ha hubiere. 

CAPITULO TERCERO 

DISPOSICIONES COMUNES 

ARTÍCULO 6. CONDICIONES PARA EL EJERCICIO DE LA DELEGACIÓN 

Las delegaciones efectuadas a través de la presente resolución, serán ejercidas por los 
funcionarios delegatarios conforme a las siguientes condiciones: 

1. La delegación es una decisión discrecional del delegante y su cumplimiento es vinculante 
para el delegatario. 
2. El ejercicio de las competencias que por medio de la presente resolución se delegan, está 
sujeto a la observancia plena de los requisitos y parámetros relacionados con la actividad 
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litigiosa de las Entidades Públicas establecidas en la ley, manuales y políticas del Ministerio 
de Defensa Nacional. 
3. Cuando lo estime conveniente, el Ministro de Defensa Nacional podrá reasumir en todo 
caso y en cualquier momento, total o parcialmente, las competencias delegadas por medio del 
presente acto. 
4. La delegación establecida en el artículo 3 de esta Resolución no comprende la facultad a 
motu proprio, o a través de apoderado de conciliar, transar o utilizar cualquier otro 
mecanismo alternativo de solución de conflictos en nombre de la Nación — Ministerio de 
Defensa Nacional. 
5. Las facultades delegadas mediante la presente Resolución son indelegables. 
6. La delegación eximirá de toda responsabilidad al delegante, y será asumida plenamente y 
de manera exclusiva por el delegatario, sin perjuicio de que en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 211 de la Constitución Política el delegante pueda en cualquier tiempo reasumir la 
competencia, revisar y revocar los actos expedidos por el delegatario, con sujeción a lo 
dispuesto en el Código Contencioso Administrativo. 
7. El delegatario deberá observar estrictamente las disposiciones legales y reglamentarias que 
regulen el ejercicio de la delegación y es responsable de las decisiones que tome en ejercicio 
de la misma. 
8. El delegatario deberá desempeñarse dentro del marco de actividades establecido en este 
acto de delegación. 
9. El delegatario deberá atender oportunamente los requerimientos sobre el ejercicio de la 
delegación, hechos por delegante. 
10. El delegatario deberá cumplir las orientaciones generales dadas por el delegante. 
11. El delegatario facilitará la revisión de sus decisiones por el delegante. 
12. Los servidores públicos que ejerzan la defensa judicial, deberán dar estricto cumplimiento 
a lo dispuesto en el artículo 45 del Decreto 111 de 1996. 
13. En virtud del principio de continuidad de la administración y de la presunción de legalidad 
de los actos administrativos, el simple cambio de funcionario delegante y/o delegatario no 
extingue los efectos del acto de delegación. De ahí que, en caso de supresión de cargos o de 
cambio de denominación de los mismos, las delegaciones se entenderán efectuadas en 
aquellos que se han citado en el presente acto administrativo para la delegación de 
competencias, hasta tanto se expida un nuevo acto administrativo que las reasigne. 
14. Las responsabilidades y consecuencias de la presente delegación, se rigen por las normas 
legales aplicables, y en particular por los artículos 9 y siguientes de la Ley 489 de 1998. 
15. Este acto tiene fuerza ejecutoria mientras no sea revocado, suspendido, modificado, 
derogado o anulado por autoridad competente. 

ARTÍCULO 7. COMPROMISO ANTICORRUPCIÓN DE LOS FUNCIONARIOS 
INVOLUCRADOS EN LA GESTIÓN DE REPRESENTACIÓN, APODERAMIENTO Y 
DEFENSA JUDICIAL. 

Los funcionarios del Ministerio de Defensa Nacional, que tengan como función la actividad 
litigiosa ante las diferentes Jurisdicciones, deberán suscribir un compromiso anticorrupción 
que reposará en su folio de vida, en el que se exprese explícitamente su voluntad de abogar 
por la transparencia en los procesos litigiosos y la responsabilidad de rendir informes de su 
actuación, compromiso a través del cual, asumirán como mínimo los siguientes: 

No ofrecer ni dar prebenda ni ninguna otra forma de contraprestación a ningún funcionario 
público. 

No propiciar que nadie, bien sea empleado de la entidad o familiar ofrezca o dé prebendas o 
contraprestación a ningún funcionario de la entidad a su nombre; 
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No recibir directa o indirectamente prebendas ni ninguna otra forma de contraprestación o 
beneficio a ningún interesado en los procesos que realiza para el cumplimiento de las 
funciones a su cargo, ni para retardar el ejercicio de dichas funciones. 

No realizar conductas que atenten contra la seguridad del personal y de las instalaciones, así 
como de los intereses de la institución o que pongan a la entidad en desventaja frente a otras 
personas naturales o jurídicas. 

Informar al inmediato superior de las conductas que se detecten relacionadas con falta de 
transparencia en el ejercicio del cargo, por parte de los funcionarios responsables del litigio. 

No realizar acuerdos ni utilizar los mecanismos alternativos de solución de conflictos sin el 
previo análisis y aprobación del Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la Entidad. 

Asumir y reconocer expresamente, las consecuencias que se deriven del incumplimiento del 
compromiso anticorrupción precedente o de cualquiera otra de sus obligaciones legales 
asociadas a las gestiones propias de la actividad litigiosa a su cargo, ante las diferentes 
autoridades encargadas de llevar a cabo las correspondientes investigaciones. 

ARTÍCULO 8. INFORME SEMESTRAL. El Superintendente de Vigilancia y Seguridad 
Privada, deberá remitir semestralmente un informe de la actividad realizada en virtud de esta 
Delegación al señor Ministro de Defensa Nacional para su seguimiento y control. 

Los funcionarios encargados de la actividad litigiosa del Ministerio de Defensa Nacional, 
deberán rendir informe semestral de las actuaciones y del estado de los procesos a los 
delegatarios con copia a la Secretaría General de este Ministerio. 

PARÁGRAFO: El informe semestral que rindan los delegatarios indicados en este artículo y 
los apoderados a los delegatarios, constituirá uno de los mecanismos para efectuar el 
seguimiento y control de la función delegada en este acto administrativo. 

ARTÍCULO 9. EMPALME EN CASO DE CAMBIO DE MANDO. Cuando haya cambios de los 
funcionarios designados como delegatarios a través de la presente Resolución, éstos deberán 
preparar un informe de situación y ejecución de las funciones asignadas a su cargo, dejando 
constancia de la información y documentación entregada al nuevo funcionario que ejercerá las 
funciones o la competencia respectiva, cuya copia será remitida a la Dirección de Asuntos 
Legales del Ministerio de Defensa Nacional, para su control y seguimiento. 

ARTÍCULO 10. VIGENCIA Y DEROGATORIA. La presente Resolución rige a partir de la 
fecha de su publicación y deroga las normas que le sean contrarias, en especial la Resolución 
No. 3530 de 2007. 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE, 
2 4 DIC. 2012 

Dada en Bogotá, D.C. 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 41111 

DARLOS PINZÓN BUENO/ 


















